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Carta Editorial-Presentación

El Boletín de Función Pública del INAP pretende ser un cauce de información, documen-
tación y puesta al día sobre los empleados públicos sujetos al régimen general, desde una 
perspectiva tanto jurídica como gerencial.

 Así, queremos incorporar artículos sobre nuevas experiencias de gestión y formación, ela-
borados por quienes las han promovido y llevado a la práctica, reseñas de sentencias rele-
vantes en nuestro ámbito, novedades normativas en el área de empleo público, etc. También 
daremos a conocer las actividades de nuestro Instituto y las convocatorias de todo tipo que 
puedan ser de interés para funcionarios y contratados laborales de las administraciones es-
pañolas.

Esperamos que este Boletín se convierta en una vía de difusión de iniciativas y proyectos 
comprometidos con la profesionalización y la mejor gestión en las administraciones públicas, 
y animamos a todos a aportar las sugerencias y colaboraciones que puedan encajar en este 
proyecto.
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INAP
Boletín de 
Función Pública

www.inap.es
mailto:boletin%40inap.es?subject=


5-34 ARTÍCULOS  
Implantación de un sistema de Gestión del Conocimiento en el Ayuntamiento 
de Leganés, por Elvio Dosantos Blanco y Valentín Pérez Almarza, Ayuntamiento 
de Leganés (Madrid) 5
El Programa Compartim de Gestión del conocimiento del Departamento de 
Justicia de la Generalitat de Catalunya, por el Equipo de redacción del Boletín 
de Función Pública del INAP 

19

El Centro de Buena Administración de la Junta de Castilla y León. La estrategia 
de benchmarking como facilitadora de la toma de decisiones, por Ana Isabel 
Polo Sánchez, becaria de INAP 

25

Reseña sobre el Congreso Internacional del EIPA “Ciudades de excelencia en 
el Sector Público: a la vanguardia en innovación, nuevas prácticas y fórmulas”, 
por Equipo de redacción del Boletín de Función Pública del INAP 

33

35-47 DOCUMENTACION
Crónica de los tribunales 

Estabilidad presupuestaria, sostenibilidad financiera y reducción de retribu-
ciones de los empleados públicos, Sentencia del T.S, Sala de lo Contencioso-
Administrativo comentada por Juan Francisco Pérez Gálvez, Univ. de Almería 35
La condena penal de inhabilitación especial y su incidencia en la relación fun-
cionarial, Sentencia de la A.N, Sala de lo Contencioso-Administrativo comenta-
da por Juan Francisco Pérez Gálvez, Univ. de Almería 41

Noticias normativas
Repaso a novedades legislativas relacionadas con el empleo público 46

48-55 ACTIVIDADES DEL INAP 
Noticias del INAP 

Noticias relacionadas con la formación y selección de personal; actividades de 
cooperación internacional, y publicaciones editadas por el INAP 48

Novedades bibliográficas
Relación de las últimas incorporaciones en la Biblioteca del INAP 54

ÍNDICE



Destacamos en este número

Abrimos este número con un interesante artículo de Elvio Dosantos Blanco y Valentín Pé-
rez Almarza sobre la implantación de un sistema de gestión del conocimiento en el Ayun-
tamiento de Leganés. La gestión del conocimiento es un conjunto de herramientas y mé-
todos cada vez más utilizado en las administraciones públicas, y la experiencia de Leganés 
demuestra que es posible implantarla en cualquier ámbito si existen la voluntad y la ilusión 
necesarias.

El programa Compartim, del Departamento de Justicia de la Generalitat de Catalunya, es 
otra iniciativa, más amplia y con más solera, de utilización de los instrumentos de la ges-
tión del conocimiento y el trabajo colaborativo en una administración española. El equipo 
de redacción de este Boletín ha preparado esta pequeña presentación del programa para 
contribuir a su difusión, en la idea de que es algo que merece la pena conocer y de lo que 
todos podemos aprender. 

Ana Polo, becaria de este Instituto de Administración Pública, describe la creación y el 
funcionamiento del Centro de Buenas Prácticas de la Comunidad de Castilla y León, enmar-
cándolo en la aplicación de las técnicas de benchmarking para la toma de decisiones.

Incluimos, por último, nuestras secciones habituales de Crónica de los Tribunales, y de 
noticias del Instituto.

¡Feliz verano!
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Implantación de un sistema de Ges-
tión del Conocimiento en el Ayunta-
miento de Leganés 
ELVIO DOSANTOS BLANCO, Responsable del Gabinete de Gestión del Conocimiento
VALENTÍN PÉREZ ALMARZA, Jefe de Sección de Organización y Métodos

INTRODUCCIÓN

Este artículo describe las acciones iniciales llevadas 
a cabo para lograr la implantación de un sistema de 
Gestión del Conocimiento en el Ayuntamiento de Le-
ganés. 

Comienza con una introducción a los conceptos de 
capital intelectual y gestión del conocimiento, para 
a continuación presentar la descripción de las herra-
mientas aplicadas y algunos de los factores a tener en 
cuenta al afrontar su implantación.

Tras esta la introducción, se describen los antece-
dentes que llevaron al Ayuntamiento de Leganés a 
plantearse la implantación del sistema, los recursos 
con los que se ha contado para llevarla a cabo y el 
conjunto de acciones destinadas a gestionar el capital 
intelectual de la organización.

LA GESTIÓN DEL CONOCIMIENTO

Capital intelectual y gestión del conocimiento

El capital intelectual 

El capital intelectual de una organización es el con-
junto de activos de naturaleza intangible que repre-
sentan un valor para la organización. La formación, el 
“saber hacer” y la motivación del personal, la cultura 
organizativa, los acuerdos y alianzas con otras organi-
zaciones, etc., son componentes de ese capital.

Podemos estructurar el capital intelectual siguiendo 
el Modelo Intellectus (IADE 2005) en tres dimensio-
nes:

• Capital humano: conocimiento (explícito y táci-
to), o capacidad para generarlo, que poseen las 
personas y grupos y que pueda resultar útil para 
los fines de la organización. 

• Capital estructural: integrado por el capital or-
ganizativo y el capital tecnológico. Conocimien-
tos y activos intangibles derivados de los proce-
sos realizados y que permanecen en la memoria 
de las organizaciones. 

- Capital organizativo: intangibles de natura-
leza tanto explícita como implícita, formales 
o informales, que estructuran y desarrollan la 
actividad de la organización.

- Capital tecnológico: intangibles relaciona-
dos con las actividades del sistema técnico 
de operaciones de obtención de productos, 
el desarrollo de los procesos de producción y 
la obtención de los conocimientos necesarios 
para realizar innovaciones o mejoras.

• Capital relacional: conocimientos que se incor-
poran a la organización y a sus miembros como 
consecuencia de las relaciones que mantienen 
con otras organizaciones o interlocutores y con 
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la sociedad. Se puede subdividir en:

- Capital relacional de actividad o de negocio.

- Capital social en sentido genérico. 

La gestión del conocimiento comprendería entonces 
el conjunto de procesos y sistemas que sirven para 
administrar de forma eficaz el capital intelectual de 
la organización,

- transfiriendo el conocimiento desde el lu-
gar dónde se genera hasta el lugar en dónde 
se utiliza,

- desarrollando entre sus miembros las com-
petencias necesarias para compartirlo, utili-
zarlo, valorarlo y asimilarlo si se encuentra en 
el exterior.

La gestión del conocimiento

La gestión del conocimiento ha sido definida de dis-
tintas formas:

“La gestión del conocimiento tiene perspectivas tác-
ticas y operativas, es más detallada que la gestión del 
capital intelectual y se centra en la forma de dar a co-
nocer y administrar las actividades relacionadas con 
el conocimiento, como su creación, captura, transfor-
mación y uso. Su función es planificar, implementar 
y controlar todas las actividades relacionadas con 
el conocimiento y los programas requeridos para la 
administración efectiva del capital intelectual” (Wiig, 
1997).

“Consiste en propiciar, compartir, conservar, actua-
lizar y hacer crecer el conocimiento de una organiza-
ción, mediante el uso de políticas, estrategias, acti-
vidades, herramientas y mecanismos asociados, con 
miras a que se convierta en un activo que genere va-
lor y que refuerce las ventajas competitivas” (Cintel, 
2008).

“La gestión del 
conocimiento es 
la función que 
planifica, coor-
dina y controla 
los flujos de co-
nocimiento que 
se producen en 
la empresa en 
relación con sus 
actividades y 
su entorno con 
el fin de crear 
unas competen-
cias esenciales” 
(Bueno, 1999).

“Atiende en 
primer lugar 
a las personas 
como deposita-
rios del saber. 
Conocimiento 

entendido como información combinada con expe-
riencia, contexto, interpretación y reflexión. Es una 
forma de información con alto valor que está lista 
para ser aplicada a las decisiones y a las acciones” 
(Davenport, et al., 1997).

“Desde un punto de vista general puede decirse que 
la gestión del conocimiento hace referencia a un con-
junto de actividades encaminadas al desarrollo y con-
trol del conocimiento que permite cumplir los objeti-
vos de la organización” (Van der Spek, 1994).

Nuestra definición

La complejidad conceptual que plantea el término 
“gestión del conocimiento” nos sirvió para ejercitar-
nos en su estudio y buscar la definición más cercana 
a nuestra realidad.

Decidimos consensuar un “universo” de significa-
ción común dentro del Comité Técnico de Gestión del 
Conocimiento y aprovechar el proceso para familiari-
zarnos con las diferentes interpretaciones y los enfo-
ques asociados a la gestión del conocimiento. 

El Comité Técnico, del que hablaremos más adelan-
te, se constituyó para poner las bases e impulsar la 
gestión del conocimiento. Está integrado por técnicos 
de diversas áreas municipales (Deportes, Hacienda, 
Salud, Sostenibilidad, Informática, Organización y 
Métodos, Servicios Sociales, Seguridad Ciudadana, 
etc.) con funciones y formación diversas: arquitectos, 
economistas, psicólogos, abogados, ingenieros, etc., 
casi todos con responsabilidades de gestión.

Se pasó un cuestionario diseñado específicamen-
te para este estudio, que combina el valor interno 
atribuido a cada una de ocho opciones previamente 
seleccionadas con el valor atribuido al conjunto y las 
relaciones entre los mismos. 

Los resultados se expresan en la siguiente gráfica 

Implantación de un sistema de Gestión del Conocimiento en el Ayuntamiento de Leganés

in
ap
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Coincidimos significativamente en que la gestión del 
conocimiento se refiere sobre todo a la comunicación 
y la colaboración interna dentro de la organización, 
a la definición de los procesos y las técnicas a aplicar 
para hacer explícito el saber hacer y a la capacidad de 
innovación que con ello se genera. 

Concluimos así que, para el Ayuntamiento de Le-
ganés, gestión del conocimiento significaría “la apli-
cación de técnicas y recursos que impulsen y desa-
rrollen la colaboración y comunicación interna —el 
trabajo compartido— prestando especial atención a 
la innovación y la eficiencia, y por tanto a las perso-
nas —los trabajadores— como la parte principal de 
la organización”. 

Nos identificamos entonces con quienes aplican la 
gestión del conocimiento para revalorizar el capital 
intelectual y humano de que disponen las organiza-
ciones, teniendo en cuenta, como plantea Drucker 
(93), que el valor del conocimiento ha superado al del 
capital y el de la tierra como factores de producción.

Si bien la gestión del conocimiento se viene aplican-
do desde mediados de los noventa y sobre todo en 
grandes empresas y corporaciones, en el anterior de-
cenio ha llegado también a las organizaciones socia-
les e instituciones públicas. Los nuevos enfoques de 
gestión en la Administración Pública a partir del Libro 
Blanco (MAP, 2000) o la LEBEP y, desde luego, el Tra-
tado de Lisboa para la Unión Europea hacen que este 
sea un ámbito de gestión con una gran proyección de 
futuro.

De los tres enfoques básicos que centran la aplica-
ción de la gestión del conocimiento: la tecnología, la 
competitividad y las personas, el Ayuntamiento de 
Leganés se ha decantado por los efectos en las per-
sonas. La gestión del conocimiento debe servir, en 
definitiva, para que las personas que trabajan en el 
Ayuntamiento y las personas para quienes trabaja el 
Ayuntamiento —es decir, los ciudadanos— se sientan 
más satisfechos con el funcionamiento de la organi-
zación municipal.

“... se define un contexto de gestión pública que obli-
ga a las instituciones a redefinir su papel en la socie-
dad del conocimiento y en consecuencia redefinir su 
función como agentes de servicio público. ¿Qué servi-
cios espera el ciudadano? ¿Cómo pasar de una orga-
nización que administra recursos públicos, centrada 

en la optimización de los mismos, a una organización 
orientada al nuevo espacio de actuación y de interre-
lación con los distintos agentes sociales que compo-
nen el sistema?” (Carlos Merino y otros, 2010, Web 
IADE).

Por consiguiente, la gestión del conocimiento tiene 
sentido si mejora la gestión del Ayuntamiento, si de 
su implantación podemos esperar:

- Mejorar la eficacia y la eficiencia, mejorando 
los costes y la satisfacción de los ciudadanos.

- Impulsar la innovación y la calidad en todas 
las actuaciones y procedimientos.

- Contar con un equipo humano motivado y 
comprometido con los objetivos de la organi-
zación.

Herramientas de Gestión del Conocimiento

La formación del personal mediante cursos, talleres, 
jornadas es la forma clásica en la que se ha intentado 
gestionar el conocimiento mediante una transmisión 
“reglada”, basada en el mejor de los casos en un es-
quema de competencias.

Otra línea de trabajo ya habitual es la plasmación 
de los conocimientos individuales sobre los procedi-
mientos de trabajo en documentos formales como 
“manuales de procedimiento”.

Los conocimientos explícitos están dispersos por 
toda la organización, en distintas unidades y archi-
vos y en distintos formatos, papel, electrónico... y en 
aplicaciones informáticas departamentales, no inte-
gradas y de acceso restringido a sus tramitadores. El 
aprendizaje individual no es utilizable si no está plas-
mado en algún tipo de repositorio o al menos refe-
renciado en un directorio. 

Como ya hemos dicho, la gestión del conocimiento 
requiere técnicas para capturar, organizar, almacenar 
el conocimiento de los trabajadores, de forma que 
pueda ser fácilmente utilizado y compartido. Las tec-
nologías de la información permiten contar con he-
rramientas que facilitan la gestión del conocimiento, 
soportando la recolección, transferencia, administra-
ción, tratamiento y uso de la información de forma 
sistemática y segura, para facilitar la toma de deci-
siones y reducir el riesgo. Los conocimientos gestio-
nados no siempre son fácilmente codificables, requi-
riendo en ocasiones tratamientos de tipo semántico o 
imposibilitando el tratamiento digital en otras ocasio-
nes. El correo electrónico, el aprendizaje electrónico 
(e-learning), las discusiones en línea (chats, blogs...), 
intranets corporativos, wikis y el software de colabo-
ración son valiosas herramientas para la comunica-
ción del conocimiento, y la minería de datos, para su 
explotación y tratamiento.

Ejemplos de herramientas de gestión del conoci-
miento que hemos considerado:

- Sistemas expertos basados en aplicaciones 
informáticas.

in
ap

Nos identificamos entonces 
con quienes aplican la gestión 
del conocimiento para reva-
lorizar el capital intelectual y 
humano de que disponen las 
organizaciones
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- Simulan la solución de problemas de un ex-
perto. Se construye un árbol de toma de deci-
siones con los pasos que son necesarios para 
la solución. 

- Construcción de mapas de conocimiento:

- Topografías de conocimiento (mapas de 
agentes portadores de conocimientos).

- Inventarios de conocimientos (dónde y cómo 
están almacenados los conocimientos).

- Mapas de aplicación de conocimientos (com-
binan la representación del proceso con datos 
sobre los agentes portadores de conocimien-
tos).

- Constitución de comunidades de aprendizaje 
o prácticas.

- Grupos de trabajo constituidos por miem-
bros de la organización especialmente intere-
sados o implicados en una manifestación de 
conocimiento. Se distinguen básicamente en 
que en las comunidades de aprendizaje apa-
rece la figura del tutor o profesor que dirige la 
actividad del grupo.

- Emisión de Directorios de Expertos. 

- Creación de bancos de buenas prácticas. 

- Establecimiento de premios o recompensas a 
las buenas prácticas.

- Creación de repositorios de conocimiento. 

- Nombramiento de agentes de conocimiento 
(algunos miembros organizacionales toman 
la responsabilidad por un “campo” específico 
y actúan como primera referencia sobre con 
quién hablar sobre un tema específico).

- Promoción de la evaluación de acciones: me-
morias, indicadores... 

- Utilización de herramientas colaborativas. 

- Implantación del portal web del empleado.

- Implantación de software social (blogs, chats, 
wikis, redes sociales...).

- Gestión de competencias específicas relacio-
nadas con valorar, captar, compartir y utilizar 
el conocimiento.

- Cambio de cultura organizativa.

- Organización de jornadas para promover la 
gestión del conocimiento y dar a conocer las 
buenas prácticas. 

- Contar historias, narrar como medio de 
transferir conocimiento tácito, sobre todo por 
parte de trabajadores que están a punto de ju-
bilarse o cambiar de puesto tras largos años de 
desempeño. 

- Promover la discusión informal.

Factores a tener en cuenta al afrontar la implan-
tación de un proyecto de gestión del conocimiento

Quizás el mayor inconveniente a la hora de iniciar un 
proyecto de gestión del conocimiento es convencer 
a la dirección de los beneficios que se obtendrán a 
cambio de los costes que indudablemente ocasiona-
rá la puesta en marcha del proyecto. La gestión del 
conocimiento no es un concepto fácil de explicar, y 
cuantificar económicamente sus repercusiones en la 
mejora del funcionamiento de la organización y por lo 
tanto en menores costes puede no ser sino un mero 
ejercicio de voluntarismo.

Por otra parte, como es común a cualquier proyec-
to que promueva cambios profundos en la cultura y 
forma de actuar de la organización, no se implantará 
si no cuenta con el apoyo total de la dirección. En la 
medida en que el proyecto esté alineado con las po-
líticas explicitadas en los planes de la dirección, será 
posible que sea asumida por la misma.

Es necesario plantear una estrategia de implanta-
ción del proyecto de gestión del conocimiento senci-
lla de entender y de comunicar, donde se contemplen 
acciones concretas, con una precisa definición de ob-
jetivos, en la que los costes, las tareas, las responsabi-
lidades y la planificación temporal estén claramente 
determinados. 

Por la propia naturaleza del proyecto —estamos 
gestionando el capital humano—, su éxito dependerá 

Quizás el mayor inconveniente a la hora 
de iniciar un proyecto de gestión del cono-
cimiento es convencer a la dirección de los 
beneficios que se obtendrán a cambio de los 
costes que indudablemente ocasionará la 
puesta en marcha del proyecto

in
ap
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en gran parte de nuestra capacidad de comunicar el 
proyecto a los miembros de la organización, siendo 
particularmente importante hacer llegar a los traba-
jadores el compromiso de la dirección. Los trabaja-
dores van a deducir en gran parte ese compromiso a 
través de la ejemplaridad del comportamiento de los 
directivos.

Esta comunicación es particularmente importante 
porque compartir el conocimiento requiere un acto 
de voluntariedad del que lo posee, y porque es es-
perable que existan rechazos por parte de los que 
poseen o generan el conocimiento. Los rechazos ven-
drán por dos vías: 

- Rechazo a compartir la información con los 
demás: “la información es poder”.

- Resistencia a asumir soluciones de otros, pre-
ferencia por las soluciones propias que “justi-
fican” la necesidad de nuestra presencia en la 
organización.

Estas resistencias podrían superarse con sistemas de 
incentivos, económicos o no. El problema es lograr 
que la retribución establecida sea equitativa y no sea 
desmotivadora en sí misma. En ocasiones los siste-
mas de evaluación y reconocimiento anteriormente 
establecidos en la organización pueden favorecer el 
rechazo a compartir el conocimiento. 

Dada la importancia de las nuevas tecnologías, una 
infraestructura tecnológica obsoleta o demasiado 
compleja podría afectar a la puesta en marcha del 
proyecto.

Y, por último, es imprescindible contar con un refe-
rente técnico, con un grupo de interesados, inquietos 
por la mejora continua de la organización y con bue-
nas dosis de entusiasmo y paciencia para superar los 
pasos atrás que, como en todo planteamiento inno-
vador, pueden darse. 

in
ap

Pueden considerarse como 
antecedentes directos de las 
actuaciones del Ayuntamien-
to de Leganés respecto a la 
gestión del conocimiento, el 
Plan de Calidad, los sucesivos 
Planes de Sistemas y otros 
proyectos transversales a dife-
rentes áreas

Imagen de “Stella” del escultor onuvense José Noja, en el Museo de la Escultura de Leganés
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IMPLANTACIÓN DE UN SISTEMA DE GESTIÓN DEL 
CONOCIMIENTO EN EL AYUNTAMIENTO DE LEGANÉS

Antecedentes

Planes y proyectos municipales

      Pueden considerarse como antecedentes direc-
tos de las actuaciones del Ayuntamiento de Leganés 
respecto a la gestión del conocimiento, el Plan de Ca-
lidad, los sucesivos Planes de Sistemas y otros pro-
yectos transversales a diferentes áreas: la Agenda 21 
para el desarrollo sostenible, el Plan Ciudad Saluda-
ble, los Presupuestos Participativos y otros proyectos 
que parten de un enfoque integrador de los servicios 
municipales, situando al ciudadano en el centro de 
sus actuaciones.

Herramientas informáticas

En la red informática existe un directorio, “Informa-
ción Pública”, donde cada unidad pone a disposición 
de los demás la información que considera relevante: 
ordenanzas, reglamentos, documentación de interés, 
memorias...

El Portal del Empleado, en entorno web, pone a 
disposición de los trabajadores información sobre el 
Ayuntamiento: organigrama, funciones... Así como 
normativa referida a Recursos Humanos: acuerdo re-
gulador, convenio colectivo, reglamentos y normativa 
interna, circulares... 

Está implantado de forma masiva el correo electró-
nico, que se utiliza habitualmente para transmitir ins-
trucciones, normativa, noticias de interés...

Evaluación EFQM

El Ayuntamiento de Leganés realizó una autoevalua-
ción con el sistema de gestión de la calidad EFQM, 
evaluación prevista en el Plan Calidad del Ayunta-
miento.

Una de las carencias detectadas que podía dar lu-
gar a una acción de mejora decía literalmente: “no 
existe evidencia de que el Ayuntamiento de Leganés 
identifique las necesidades de comunicación interna 
en función de las cuales la Organización pueda desa-
rrollar un Plan de comunicación que recoja la tipolo-
gía de los mensajes y los canales a utilizar para dar 
respuesta a las carencias detectadas”.

Como consecuencia de esta carencia, se incluyó en 
el mismo Plan de Acción el “diseño, desarrollo y des-
pliegue del Plan de Comunicación interna del Ayunta-
miento de Leganés”.

En la misma evaluación EFQM, se decía: “no se evi-
dencia el despliegue en el Ayuntamiento de Leganés 
para recoger, estructurar y gestionar la información y 
conocimiento...”.

En el Plan de Acción aprobado como consecuencia 
de la evaluación, se incluyó la realización de un estu-
dio de mejora del sistema de gestión del conocimien-
to.

Estudio “Voz del Empleado”

Dentro de las acciones emprendidas para poner en 
marcha el Plan de Comunicación contemplado en la 
primera acción de mejora a la que hemos hecho re-
ferencia, se realizó un informe con el título: “Voz del 
empleado”, que llegó a las siguientes conclusiones en 
cuanto al estado del Ayuntamiento respecto a la co-
municación interna:

Se sabe que hay información pero no se sabe dónde 
está.

Se conocen los referentes en cada una de las mate-
rias ajenas a la propia unidad de una manera informal 
y por la experiencia, y se dirigen a cada una de ellas 
más por afinidad personal que por cargo o responsa-
bilidad.

Falla la comunicación transversal, no se conoce con 
suficiente claridad el ámbito competencial de cada 
una de las unidades. 

Los responsables y referentes dentro de la unidad 
están claros.

No se conocen las personas referentes por cada una 
de las restantes áreas.

Informe sobre el capital intelectual del Ayunta-
miento de Leganés

Con el fin de afrontar la segunda de las acciones de 
mejora enunciadas, se realizó un informe sobre el 
estado del capital intelectual en el Ayuntamiento de 
Leganés con el apoyo del Instituto Universitario de 
Investigación IADE de la Universidad Autónoma de 
Madrid aplicando el modelo Intellectus. El informe da 
recomendaciones claras sobre áreas que potenciar 
y otras sobre las que efectuar una mejora, e incluso 
aquéllas ocultas hasta la fecha a la gestión y que ne-
cesitan un plan de actuación ex novo. Para este infor-
me se realizó un DAFO (Fortalezas, Debilidades, Opor-
tunidades y Amenazas) de distintos componentes del 
capital humano (actitudes, aptitudes, capacidades y 
experiencia), del capital organizativo (estrategia, co-
municación interna, diseño organizativo, calidad, pro-
cesos de aprendizaje y nivel de calidad), del capital 
tecnológico (Tecnologías de la información y comuni-
caciones y mejora) y del capital relacional (proveedo-
res y aliados, ciudadanía e imagen corporativa).

 El Gabinete de Gestión del Conocimiento

El arranque del proyecto fue la creación del Gabine-
te de Gestión del Conocimiento, al que se adscribió 
un Técnico Superior del Ayuntamiento destinado en 
el Área de Gobierno de Recursos Humanos, encargán-
dole la realización de informes y propuestas encami-
nadas a la implantación de acciones de gestión del 
conocimiento en el Ayuntamiento. 

El trabajo del Gabinete se centró, inicialmente, en 
reunir y documentar experiencias para el diseño de 
un Plan Municipal y, sobre todo, en la creación y dina-
mización de un grupo de técnicos de diferentes áreas. 
Los técnicos no necesariamente ocupaban las jefatu-
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ras de cada área, aunque se eligieron con la colabo-
ración y el acuerdo de las mismas. Se busco un perfil 
de trabajador “inquieto-interesado” en participar en 
este tipo de procesos.

Desde el origen se concibió como una acción trans-
versal a toda la organización en la que la implicación 
personal de los impulsores era fundamental. La acti-
tud de compartir y colaborar marcaba esos primeros 
pasos. 

Creación de la Comisión Impulsora y del Comi-
té Técnico

Por Decreto de Alcaldía se creó la Comisión Impul-
sora de Gestión del Conocimiento. En la Comisión, 
formada por miembros del equipo de Gobierno, par-
ticipan representantes de los trabajadores.

En el mismo Decreto se constituía el Comité Técni-
co de Gestión del Conocimiento y se nombraban sus 
coordinadores y miembros entre técnicos pertene-
cientes a distintas áreas municipales.

Plan de Dinamización de Gestión del Conoci-
miento

El Comité Técnico presentó el Plan de Dinamización 
de Gestión del Conocimiento ante la Comisión Impul-
sora. Tal como estaba previsto, se elevó el Plan a la 

Junta de Gobierno Local para su aprobación, buscan-
do una mayor difusión del mismo entre los emplea-
dos municipales. 

Asimismo, se acordó proponer a la Junta de Gobier-
no Local el procedimiento para la gestión de las bue-
nas prácticas municipales, una de las acciones conte-
nidas en el Plan. 

Por último se acordó concretar la misión y funciones 
del Comité Técnico, la dedicación de sus miembros y 
la forma de incorporar nuevos miembros al Comité.

Los objetivos últimos del Plan eran:

- Incrementar la eficacia y eficiencia de la ges-
tión municipal.

- Incrementar la satisfacción de los trabajado-
res en su desempeño profesional.

- Impulsar y reforzar la innovación y las mejo-
res prácticas.

- Promover la cooperación y el intercambio 
interno y externo con las distintas administra-
ciones y entidades.

Las actuaciones del Plan se recogen en el cuadro si-
guiente:

PRODUCTOS A GESTIONAR ÓRGANO GESTOR OBJETIVOS PREVISTOS OBJETIVOS PREVISTOS

1.-Redes en que participa-
mos

Gabinete Gestión del Conoci-
miento + Áreas

Disponer de un mapa para cono-
cimiento general de las redes en 
que participamos

Documentar en soporte informá-
tico

2.- Información sobre conve-
nios, acuerdos de colabora-
ción, etc.

Gabinete Gestión del Conoci-
miento + Áreas

Interconectar las diferentes ac-
tuaciones y divulgar resultados a 
nivel interno

Elaboración memoria anual

3.-Divulgación 
técnica:ponencias, comunica-
ciones artículos técnicos, etc.)

Gabinete Gestión del Conoci-
miento + Unidades administrati-
vas + Comité Impulsor.

Ampliar el conocimiento entre la 
plantilla, sobre lo que se produce 
internamente y se divulga

Promoción y apoyo. Elaboración 
memoria anual

4.- Estudios e investigaciones 
propias y ajenas

Gabinete Gestión del Conoci-
miento + Comité Impulsor + otras

Facilitar y potenciar la fundamen-
tación de los planes y actuacio-
nes municipales

Apoyo difusión y uso

5.- Memorias de gestión Gabinete Gestión del Conoci-
miento + Archivo + otras

Disponer de base de datos y re-
positorio documental

Apoyo difusión y utilización de las 
memorias de gestión

6.- Premios y reconocimien-
tos

Gabinete Gestión del Conoci-
miento + Comité Impulsor + Co-
municación + otras

Organizar eventos internos vincu-
lados con externos

Organización premios y reconoci-
mientos.

7.- Mapa de conocimientos y 
recursos estratégicos

Gabinete Gestión del Cono-
cimiento + Comité Impulsor + 
RR.HH. + otras

Mayor aprovechamiento de los 
recursos y desarrollo colaborativo

Desarrollar y documentar en so-
porte informático

8.- Buenas Prácticas y pro-
yectos innovadores

Gabinete Gestión del Conoci-
miento + Unidades administra-
tivas + Comité Impulsor + otros

Impulso y reconocimiento a la in-
novación

Banco de Buenas Prácticas 
(BBP) y soporte informático. Di-
vulgación de Jornadas.

9.- Comunidades de prácti-
cas. Taller de aplicaciones

Gabinete Gestión del Conoci-
miento

Impulso y reconocimiento al tra-
bajo en equipo

Apoyo y promoción por el Gabi-
nete de Gestión del Conocimien-
to

10.- Desarrollo instrumentos 
2.0 para la comunicación y 
colaboración interna.

Gabinete Gestión del Conoci-
miento + Informática + Comité 
Impulsor

Blogs para compartir Desarrollo soporte informático
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Comunicación del proyecto a la organización

El objetivo de las acciones a emprender se explicitó 
como:

“Mejorar la eficiencia de los servicios a partir del 
mejor aprovechamiento del capital intelectual y re-
valorizando el saber hacer de los trabajadores mu-
nicipales”.

Con los objetivos implícitos de:

- Mejorar la percepción de la Administración 
municipal por parte de los ciudadanos y parti-
cularmente de los sectores productivos y par-
ticipativos.

- Mejorar la percepción de los propios emplea-
dos públicos.

- Lograr una reducción demostrable de costes.

- Mejorar el clima laboral.

- Mejorar el número y dimensión de iniciativas 
innovadoras.

- Ampliar las alianzas y la cooperación externa.

Al tratarse de un planteamiento nuevo, la definición 
podía parecer insuficiente. El primer relato “oficial” 
suele ser determinante y por eso entendimos que era 
conveniente fijar los conceptos, sumando todos los 
ingredientes: definiciones, enfoques, percepciones y 
objetivos, hasta que fuera algo entendible por todos 
los trabajadores. 

Se propusieron, a modo de guía de respuestas, las 
siguientes cuestiones:

a) ¿Qué entendemos por conocimiento en el con-
texto organizacional? 

  Entre las múltiples definiciones que se pueden en-
contrar recogimos las siguientes como las más cerca-
nas al enfoque que nos planteamos:

- Conocimiento es el conjunto de nociones y 
habilidades por las cuales los individuos pue-
den solucionar problemas, “lo que sabemos 
hacer”. Luego, a mayor conocimiento mayor 
capacidad de solucionar problemas, en nues-
tro lenguaje institucional, mayor capacidad de 
atender las necesidades de los ciudadanos. (La 

organización ha de conocer lo que sabe hacer 
en toda su dimensión para ser más eficiente).

- El conocimiento está más allá de la informa-
ción e incluso de la formación. Se puede dis-
poner de mucha información e incluso mucha 
“formación” (currículo formativo, conocimien-
to explícito) y no disponer de las habilidades 
y/o disposiciones para solucionar problemas 
(conocimiento tácito).

- El conocimiento es el saber hacer y la dispo-
sición a hacerlo.

- El conocimiento es un recurso ilimitado y que 
aumenta con su uso.

b) ¿Qué valor tiene el conocimiento?

El valor del conocimiento ha superado al de la 
tierra, el capital y el del trabajo; es el principal 
factor de producción en nuestra época.

c) ¿Por qué incorporar un sistema de gestión del 
conocimiento en el Ayuntamiento?

- Porque sabemos que hay mucho y se produce 
mucho, pero está disperso y poco compartido.

- Porque reconocemos que es el principal fac-
tor de eficacia en la prestación de servicios al 
ciudadano.

- Porque es una forma económica y, por lo tan-
to, adecuada en tiempos de crisis de mejorar 
la gestión de los recursos humanos.

- Porque significa mayor garantía de hacer las 
cosas bien, innovando y mejorando de forma 
continua los distintos servicios.

d) ¿Con que finalidad?

La finalidad de la gestión del conocimiento es hacer 
llegar el conocimiento adquirido por los miembros de 
la organización, individual o colectivamente, a todo 
el que tenga necesidad de disponer de él y en el mo-
mento y forma más adecuada posible.

Una buena gestión del conocimiento nos va a permi-
tir aprovechar más y mejor los recursos de que dispo-
nemos, responder mejor y de forma más económica 
a las necesidades de los ciudadanos y contar con unos 
trabajadores más satisfechos de su trabajo.
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e) ¿Cómo se gestiona el conocimiento?

Captándolo, organizándolo, difundiéndolo y ponién-
dolo a disposición de quienes lo necesiten. Promocio-
nando su ampliación, aplicación e innovación y valo-
rando su interés estratégico.

f) ¿Cómo vamos a hacerlo nosotros?

- Fijándonos preferentemente en cómo lo es-
tán haciendo las organizaciones semejantes, 
Ayuntamientos y otras instituciones públicas, 
pero también las privadas, especialmente las 
que actúan en el ámbito de la prestación de 
servicios.

- Siguiendo las propuestas y orientaciones de 
la FEMP (Federación Española de Municipios y 
Provincias), el MIHAP (Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas), el Consejo de Eu-
ropa y demás.

- Definiendo, de manera específica a nuestras 
necesidades, recursos y “estilo” propio, las ac-
tuaciones y la estructura sobre la que iniciar la 
puesta en marcha.

- Involucrando desde el inicio a toda la organi-
zación municipal.

- Iniciando la gestión por la recogida y tra-
tamiento de las buenas prácticas, mejoras 
e innovaciones generadas en los diferentes 
servicios y revalorizando a sus promotores y 
generadores. Las mejores prácticas son una de 
las más acertadas expresiones del saber hacer 
de la organización; reconocerlas, difundirlas, 
compartirlas, es misión de los gestores del co-
nocimiento.

- Avanzando despacio, incorporando cada vez 
a más personas y departamentos a una nueva 
cultura de intercambio y cooperación que rom-
pa con la máxima de que la información es el 
poder, para adoptar la nueva de que quien más 
ideas comparte, más ideas tiene.

- Colaborando en la apertura de los compar-
timentos estancos para avanzar en una visión 
integrada del Ayuntamiento como prestador 
de servicios a los ciudadanos.

- Apoyando al trabajo en equipo.

g) ¿Con qué estructura y medios? 

- Con un Gabinete Técnico, creado en la Dele-
gación de Recursos Humanos y que tiene como 
misión promover, coordinar y dirigir en su caso 
actuaciones conjuntas de las diferentes Áreas 
de Gobierno.

- Con una Comisión Impulsora con representa-
ción política de las diferentes Áreas. 

- Con un Comité Técnico conformado por téc-
nicos de diferentes áreas.

- Con apoyo técnico externo vía convenio es-
table y con ocasionales prestaciones de servi-
cios.

- Con la vinculación a redes de intercambio y 
cooperación institucional.

ACCIONES REALIZADAS

Creación del Banco de Buenas Prácticas

Por la Comisión y el Comité se decidió priorizar la 
recogida y difusión de buenas prácticas, ya que facili-
taban la implicación de los elementos más inquietos 
de la organización en la implantación del sistema de 
gestión del conocimiento.

Difusión: Día de las buenas prácticas municipales

Bajo el lema “Mejoramos juntos” se decidió dedicar 
con carácter anual una jornada a reconocernos mutua 
y conjuntamente los avances y mejoras introducidas, 
para premiar y/o significar a los innovadores de nues-
tra organización y para hacer visible a la ciudadanía 
este aspecto de la gestión pública.

Se ha pensado incluso en establecer un mecanismo 
de consulta y participación para la elección de las bue-
nas prácticas a resaltar en las jornadas, que refuerce 
el objetivo de mejorar juntos.

Procedimiento para la gestión de las buenas prác-
ticas

Se ha establecido el siguiente procedimiento general 
para la gestión de las buenas prácticas:

- La consideración de Buena Práctica Municipal 
corresponde al Área de Gobierno en el que se 
produce. Las unidades deben tramitar las bue-
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nas prácticas de su área utilizando el formula-
rio diseñado al efecto.

- La gestión del Banco de Buenas Prácticas co-
rresponde al Gabinete de Gestión del Conoci-
miento, unidad a la que se dirigen las solicitu-
des de inclusión. 

- El Gabinete de Gestión del Conocimiento 
presenta las posibles buenas prácticas para su 
estudio por el Comité Técnico de Gestión del 
Conocimiento.

- El Comité Técnico de Gestión del Conocimien-
to informa las acciones consideradas buenas 
prácticas a la Comisión Impulsora.

- La consideración de Buena Práctica Munici-
pal corresponde a la Junta de Gobierno Local, 
a propuesta de la Comisión Impulsora.

- Una vez aprobadas por la Junta de Gobierno 
Local se incluyen en el Banco de Buenas Prác-
ticas. 

- Anualmente se elabora una memoria con las 
buenas prácticas incluidas en el Banco de Bue-
nas Prácticas.

La divulgación de las buenas prácticas corresponde 
a cada Delegación. El Gabinete y el Comité pueden 
promover y realizar también la divulgación de las 
buenas prácticas a través de los medios disponibles 
de acuerdo con las Delegaciones. 

Con el fin de homologar procedimientos y formatos, 
así como generalizar el conocimiento interno de las 
buenas prácticas, el Gabinete de Gestión del Cono-
cimiento facilita modelos de presentación, así como 
actividades externas e internas de promoción y divul-
gación.

Herramienta de soporte

Se decidió desarrollar, como soporte al Banco de 
Buenas Prácticas, una herramienta informática con 
capacidad de almacenaje, tratamiento, búsqueda e 
intercambio de datos estructurada por ámbitos de in-
terés y otros criterios de gestión para su mejor y más 
ágil manejo, gestionada por el Gabinete de Gestión 
del Conocimiento.

Propiedad intelectual

El titular de todas las buenas prácticas es el Ayun-
tamiento, si bien se asegura siempre el derecho de 
propiedad intelectual del autor o autores cuando co-
rresponda y de acuerdo con la Ley de Propiedad In-
telectual.

La divulgación de las buenas prácticas corresponde 
exclusivamente al Ayuntamiento y a quien este auto-
rice expresamente. 

Su publicación, difusión o presentación deben ser 
previamente anunciadas en el espacio correspon-
diente del Banco de Buenas Prácticas.

Incentivos

La realización de buenas prácticas y su inclusión en 
el Banco de Buenas Prácticas suponen para el autor 
o autores, además de las compensaciones económi-
cas que le pudieran corresponder, la inclusión en la 
memoria anual de buenas prácticas, así como en los 
planes de divulgación, edición y publicación que el 
Ayuntamiento realice.

Se convoca anualmente al “Premio a las mejores 
prácticas municipales” y las que resultan premiadas 
representan al Ayuntamiento de Leganés en los ám-
bitos en que proceda.

Existe el compromiso de proponer fórmulas para 
su valoración como mérito en concursos internos de 
traslados, en el desarrollo de la carrera profesional, 
así como otros incentivos.

Seguimiento de actuaciones

Se han presentado para su evaluación 59 buenas 
prácticas. Las de Gestión del Taller Mecánico, Museo 
al Aire Libre, Universidad Popular y Control de Plagas 
se seleccionaron para participar en la Jornada de Bue-
nas Prácticas. 

El responsable de cada una de las prácticas selec-
cionadas realizó una presentación haciendo especial 
hincapié en las características que la identificaban 
como una buena práctica.

En la evaluación que se realizó al finalizar la jornada, 
se expresó por los asistentes un alto grado de satis-
facción.

Enlace a tabla de buenas prácticas presentadas

Las buenas prácticas evaluadas como tales, se en-
cuentran publicadas en el blog LGNSComparT.

Memoria de ponencias y comunicaciones 

Las ponencias, comunicaciones, artículos y otros 
productos asimilables, generados desde las áreas 
municipales, pueden considerarse la expresión más 
elaborada del conocimiento desarrollado en la pres-
tación de los servicios al ciudadano, del “saber hacer” 
de nuestros trabajadores y la vocación de mejora con-
tinua e innovación de la organización.

El valor de estos productos y su incidencia interna 
quedan limitados en muchos casos al ámbito del ser-
vicio o área en los que se generan, cuando no a la 
función técnica de quien lo elabora, y rara vez se pro-
yectan en el conjunto de la institución.

Muchas veces, la finalidad de ponencias, comunica-
ciones y artículos es la divulgación o difusión de los 
avances y mejoras y en general “buenas prácticas” 
introducidas en el Ayuntamiento y, por tanto, una 
vía de gran peso en la proyección social, económica 
e institucional del Ayuntamiento incidiendo de forma 
directa en la motivación y satisfacción de los propios 
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trabajadores municipales que participan en estos.

Evidentemente, la iniciativa, motivación y refuerzo 
de este tipo de tareas es diversa, pero suele corres-
ponder mayoritariamente a la satisfacción profesio-
nal de los técnicos con mayores inquietudes por la 
investigación, el desarrollo y la creatividad en su tra-
bajo.

Su elaboración supone un esfuerzo considerable 
que muchas veces no es adecuadamente valorado o 
considerado. Implica generalmente una dedicación 
extra, más allá del horario laboral y la disponibilidad 
de recursos y medios personales, tanto documenta-
les como tecnológicos, que a veces la institución no 
tiene.

La falta de una estrategia de impulso y reconoci-
miento por parte de la institución parece ir asociada 
a la falta de instrumentos de gestión adecuados.

En el caso del Ayuntamiento de Leganés, un buen 
número de técnicos municipales acudían a mesas 
redondas, jornadas, congresos, etc. a exponer los 
logros de los proyectos en que estaban implicados, 
proyectos, en algunos casos, con poca o nula difusión 
en el interior del propio Ayuntamiento. Igualmente, 
personal municipal participaba en acciones formati-
vas programadas por otras organizaciones, mientras 
el Ayuntamiento contrataba externamente la realiza-
ción de acciones similares o no se impartían por falta 
de recursos.

Acciones propuestas:

- Identificar y promover la recogida de ponen-
cias, comunicaciones, artículos y otros.

- Crear un banco de datos sobre ponencias, 
comunicaciones, artículos técnicos y otras 
publicaciones realizadas por los trabajadores 
municipales y relacionadas con los servicios 
municipales.

- Elaborar una memoria anual de estos pro-
ductos.

Habilitar procedimientos y herramientas para 
su gestión y difusión interna y externa. 

Se han recogido 68 fichas con ponencias y comu-
nicaciones emitidas por distintos técnicos munici-
pales.

Identificación de las redes en que participamos

Más allá de la decisión de cómo y en qué grupos, co-
misiones, comités, asociaciones, fundaciones y redes 
en general debemos participar oficialmente, están los 
resultados que esto produce para la organización ge-
neral, tanto en la mejora de los conocimientos como 
en el desarrollo de las alianzas y mecanismos de coo-
peración que se generan, lo que representa un impor-
tante capital para la institución.

El enfoque de esta actuación se refiere a la identifi-
cación y puesta a disposición de toda la organización 
de la relación de todas las redes en las que se partici-
pa y de las personas que representan al Ayuntamien-
to en cada una de ellas, dado que en ello se invierte 
un importante esfuerzo y se podrían extraer muchas 
oportunidades de mejora. Por ello, se establecen me-
canismos para comunicar formalmente las redes en 
que se participa como representante municipal, ca-
racterísticas, función que se desempeña y personas 
que participan, creándose un repositorio organizado, 
útil y de fácil acceso y consulta.

Leganés comparte experiencias - Narrativas 

Con el nombre “Leganés comparte experiencias” se 
conformó un “lugar” de encuentro con la experiencia 
de los trabajadores municipales, un espacio para con-
tactar con el conocimiento tácito.

El conocimiento tácito es el que se ha adquirido a 
través de la experiencia personal y no se ha transfe-
rido a ningún soporte donde pueda ser consultado. 
Muchas veces es el conocimiento más relevante a la 
hora de tomar una decisión o solucionar un proble-
ma.

La experiencia es básicamente el producto de la 
práctica, el resultado de lo vivido, de lo aprendido, 
lo descubierto y, en buena medida para lo que nos 
incumbe, de lo compartido.

Es el conocimiento que típicamente se pierde cuan-
do un trabajador se jubila o abandona la organización 
o simplemente cambia de unidad organizativa.

Nos interesa transmitirlo, no sólo cuando se prevé 
que un trabajador va a abandonar su puesto, sino que 
sería conveniente su transmisión en cualquier mo-
mento para mejorar el conocimiento de los trabaja-
dores en cuya toma de decisiones podría ser aplicado. 

Debemos revalorizar la función de la experiencia 
como impulsora de innovación y desarrollo organiza-
cional, como elemento de mejora de la función muni-
cipal y sobre todo como elemento de reconocimiento 
de los trabajadores que las desempeñan.

Las historias de vida, unidas a las comunidades de 
práctica y a los procesos de acogida a los nuevos tra-
bajadores, constituyen herramientas de gestión del 
conocimiento dirigidas a recoger y aprovechar estos 
recursos, revalorizando el papel de las personas en la 
organización.

La falta de una estrate-
gia de impulso y reco-
nocimiento por parte 
de la institución parece 
ir asociada a la falta de 
instrumentos de gestión 
adecuados
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Una forma sencilla y eficaz de transmitir el conoci-
miento tácito es la narración de la experiencia por 
parte del protagonista de la misma.

Típicamente se pueden utilizar dos tipos de relato:

- La narración de la experiencia personal de un 
trabajador a lo largo de su permanencia en la 
organización.

- La narrativa de experiencias de gestión con-
cretas.

El primer tipo de relato lo realiza un trabajador que 
por su puesto en la organización o por su valía profe-
sional y su carisma personal sea un referente y que se 
encuentre próximo abandonar la organización, bien 
por jubilación, bien por cambiar de puesto de trabajo. 

La asistencia al acto es voluntaria, si bien se realiza 
en el horario general de trabajo. 

No siendo un homenaje, es inevitable que se perci-
ba como tal, y es esperable una respuesta positiva y 
una colaboración del ponente para que su relato y sus 
respuestas durante el coloquio mantengan un tono 
adecuado a los fines de la acción.

En este relato, el trabajador describe brevemente su 
trayectoria profesional y reflexiona sobre los proyec-
tos en los que ha participado, destacando los factores 
críticos que han determinado la consecución o no de 
los objetivos o la consolidación o abandono de los 
proyectos. 

Tras la exposición se entabla un coloquio con los 
asistentes en los que estos pueden solicitar aclaracio-
nes al ponente o ampliaciones a su relato.

Actúa como moderador del coloquio el Jefe del Ga-
binete de Gestión del Conocimiento. 

Iniciamos esta acción con la presentación de la ex-
periencia del Secretario del Ayuntamiento, a punto 
de jubilarse y que, por su larga permanencia en el 
Ayuntamiento y por su preparación y experiencia pro-
fesional, era un caso típico e importante de posible 
pérdida de conocimiento tácito.

La experiencia constituyó un éxito tanto por el nivel 
de participación alcanzada como por la satisfacción 
expresada por los asistentes en la evaluación realiza-
da, si bien no ha tenido continuidad hasta el momen-
to. 

Iniciativas 2.0 - Blog de Gestión del Conocimiento 
“LGNSComparT”

El enorme impacto de las redes sociales y su apli-
cación al ámbito laboral y, especialmente, como re-
curso para la gestión del conocimiento dentro de la 
organización, aunque cuenta con una gran potenciali-
dad, parece exigir algunas condiciones previas que no 
siempre existen o son posibles a corto plazo.

El enfoque de este eje de actuación en el Ayunta-
miento de Leganés se centra en la apertura de inicia-
tivas 2.0 que enriquezcan y complementen los siste-

mas de información y colaboración interna y externa, 
teniendo en cuenta los requerimientos de sensibili-
zación y capacitación sin los cuales la tecnología se 
comprende como “invasiva”. Por tanto, es preciso 
controlar la sofisticación de este enfoque y su carác-
ter progresivo sin poner por delante la tecnología.

Los resultados esperados se plantean en ese escena-
rio de sensibilización, de aumento de “convencidos” 
dentro de esta nueva esfera de relaciones, desarro-
llando un avance en la cultura denominada 2.0 que, 
sin duda, se está consolidando en las generaciones 
que en diez años serán personal de la organización 
o usuarios más exigentes en estas fórmulas de inte-
racción.

Nuestra experiencia con la puesta en funcionamien-
to del blog “Leganés comparte” nos demuestra que 
es preciso ir despacio y paso a paso.

El blog se implantó como una herramienta de ac-
ceso limitado a los trabajadores municipales. En una 
primera fase, únicamente estuvo disponible para los 
miembros del Comité Técnico de Gestión del Conoci-
miento. El blog ha tenido un número medio de 600 
visitas por mes. 

En la web municipal se incluyó igualmente una re-
ferencia a la iniciativa de Gestión del Conocimiento, 
que ha tenido un número medio de 900 visitas por 
mes.

PROYECTOS DE ACTUACIÓN

Mapas del conocimiento 

Se trata de abordar la cuestión “¿quién sabe de 
qué?” y procurar .un acceso sencillo y rápido a los 
nodos de conocimiento de la organización.

Se busca identificar estos nodos y representar gráfi-
camente los procesos y rutas que nos conducen a los 
mismos, aprovechando la potencia de comunicación 
de las herramientas gráficas y las nuevas tecnologías. 
Se pretende también que sirva de estímulo a la labor 
de los empleados como reconocimiento y considera-
ción.

El enfoque de esta iniciativa se plantea desde la me-
todología de identificación de conocimientos clave 
asociados a procesos de trabajo críticos del Ayunta-
miento, generando una intervención progresiva por 
áreas. De este modo no sólo se reflejarán las perso-
nas sino también las relaciones entre ellas y con los 
usuarios de sus resultados, facilitando una visión ge-
neral de los nodos y flujos de conocimiento más re-
presentativos.

Se han iniciado trabajos en dos ámbitos: la configu-
ración de un mapa general de la organización muni-
cipal, y la identificación del conocimiento experto y 
representación de los procedimientos en el Área de 
Servicios Sociales.

Implantación de un sistema de Gestión del Conocimiento en el Ayuntamiento de Leganés
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Memorias de gestión 

La evaluación de las políticas públicas y de los servi-
cios en general se vuelve cada vez más un tema de-
terminante tanto para los ciudadanos como para los 
gestores y los políticos. Los recursos se establecen en 
función de la evaluación. Desde esta consideración, y 
a pesar de que aún no tienen elementos de evalua-
ción comunes, las memorias actualmente emitidas 
en el Ayuntamiento representan un elemento de gran 
valor para la difusión de información interna y el me-
jor conocimiento de la realidad organizativa.

El enfoque de la iniciativa se centra en la puesta en 
común de información focalizada en el marco de la 
gestión cuya difusión permite la identificación del al-
cance de las actividades desarrolladas por todas las 
áreas del Ayuntamiento, incluso facilitando una posi-
ble memoria general.

Entre los resultados esperados cabe destacar la 
creación de un repositorio común donde se pueda 
acceder a las memorias de forma ágil, facilitando la 
comunicación interna, las políticas de evaluación y la 
configuración de un posible cuadro de mando inte-
grador.

Estudios e investigaciones

La realidad del trabajo rutinario del Ayuntamiento 
genera continuamente un flujo de análisis de ciertas 
variables económicas, sociales, medioambientales, 
etc., cuyo tratamiento se circunscribe a la elabora-
ción de informes, estudios y otros productos de co-
nocimiento que, sin duda, tienen un importante valor 
añadido además de suponer un relevante esfuerzo 
inversor. Un proyecto de gestión del conocimiento 
requiere el aprovechamiento de esa biblioteca de re-
cursos tanto para el personal de la organización como 
para su puesta a disposición externa.

El enfoque de actuación pretende centrarse en la 
configuración de un banco de estudios e investigacio-
nes de alto valor añadido para la organización y po-
sibles agentes externos, teniendo en cuenta la selec-
ción y adecuada catalogación de los mismos. Es más, 
su carácter centralizador podría evitar.la duplicación 
de trabajos.

En definitiva, los resultados esperados, además de 
la mencionada biblioteca, se focalizan en la mejora 
de los niveles de cohesión interna derivados del co-
nocimiento de las tareas e inquietudes que mueven a 
diferentes unidades del Ayuntamiento.                                     

Comunidades de prácticas

El esquema general de comprensión de la gestión 
del conocimiento suele requerir de una focalización o 
acotamiento de su nivel operativo, teniendo en cuen-
ta las prácticas críticas de las organizaciones como 
referente de priorización. En este sentido, la identi-
ficación de tales prácticas permite la profundización 
en el conocimiento y la homogeneización de pautas y 
modos de proceder como señal de coordinación.

El enfoque del proyecto se concentra en la identi-

ficación de realidades operativas que requieran una 
intervención transversal que ponga de manifiesto la 
comprensión de un proceso o área de interés estraté-
gico desde diferentes puntos de vista, dadas las diver-
sas perspectivas de relación con el mismo (urbanis-
mo, salud, medioambiente, etc.).

El resultado esperado es la vertebración de entornos 
de trabajo colaborativo que, de forma continua y sis-
temática, puedan dar cobertura a la consolidación de 
conocimiento, su explicitación y desarrollo, asumien-
do un papel destacado en la evolución del modelo de 
organización dada su relación con prácticas clave..

Como experiencia piloto, se ha constituido una Co-
munidad de Práctica Informática con usuarios infor-
máticos de distintas áreas cuya característica común 
es el interés que demuestran por las herramientas 
informáticas en general.

Premios y reconocimientos

Gran parte de las opciones de éxito de una iniciati-
va de gestión del conocimiento vienen determinadas 
por las actitudes, por las motivaciones, lo que supo-
ne considerar el reconocimiento de las aportaciones 
que impactan directamente en la dinámica de trabajo 
del Ayuntamiento. Desde esta consideración inicial, 
es preciso acompañar las iniciativas técnicas con al-
gunas de carácter sensibilizador con el fin de alinear 
al personal con los propósitos corporativos en este 
proyecto.

El enfoque de esta actuación se centra, por un lado, 
en el papel del liderazgo interno, que ha de conside-
rar la necesaria capilaridad del proyecto basada en 
personas sensibles al mensaje y al compromiso con la 
gestión del conocimiento, sirviendo de animadores o 
correas de transmisión de este planteamiento, y, por 
otra parte, en el reconocimiento e incentivo, donde 
los hechos deben ser valorados para seguir generan-
do motivación e inquietud, movilizando ideas y crea-
tividad.

En el plano de los resultados esperados se prevé mo-
vilizar actuaciones de sensibilización diversas entre 
las que caben premios y reconocimientos explícitos 
—como “EnhorabuenaLGNS” (Premio a la Innovación 
y el Trabajo en Equipo)—, cuya mención y documen-
tación quede encapsulada en un sistema que los inte-
gre y facilite su consulta.

Gestión de alianzas

Las organizaciones que asumen el valor del conoci-
miento como activo consideran la importancia de su 
actualización y desarrollo, lo que supone tener “abier-
tas las puertas” hacia el exterior. Flujos de informa-
ción y conocimiento que impactan en el aprendizaje 
del Ayuntamiento y, por tanto, en la calidad de sus ac-
tuaciones. Por ende, es un objetivo clave la identifica-
ción de ese marco relacional y su aprovechamiento.

Las organizaciones que asumen el valor del cono-
cimiento como activo consideran la importancia de 
su actualización y desarrollo, lo que supone tener 



18 
Boletín de Función Pública del INAP, nº 10, julio de 2012

 

“abiertas las puertas” hacia el exterior

En este sentido, el enfoque de la ac-
tuación versa sobre la configuración 
y mantenimiento de un inventario de 
alianzas externas basadas en conve-
nios, acuerdos, etc., cuya integración de 
información cuente con un sistema de 
catalogación que permita una consulta 
provechosa para un tercero interesado 
en conocer el planteamiento relacional 
de la institución en una materia deter-
minada.

Por tanto, los resultados esperados se 
centran en la identificación del alcance 
y dimensión de dicho marco relacional, 
su caracterización y el mantenimiento y 
puesta en marcha de un sistema para su 
consulta ágil, sirviendo además para su 
consideración en la reflexión estratégi-
ca sobre los ámbitos de colaboración y 
su perfil.

CONCLUSIONES

Con la gestión de conocimiento llega-
mos, por fin, al “cerebro” de las organi-
zaciones.

Hasta ahora hemos cuidado el cuerpo, 
lo hemos vestido y aseado, lo hemos 
automatizado con sistemas de calidad y 
nuevas tecnologías, lo hemos engorda-
do y también adelgazado y, por último, 
llegamos al cerebro, donde las emocio-
nes, las motivaciones y las percepcio-
nes se funden con la realidad vivida, las 
personas, los trabajadores.

Hay una necesidad de gestionar el 
conocimiento como capital intelectual 
para conseguir un mejor manejo de la 
organización. El enfoque tradicional 
orientado al presupuesto económico 
como núcleo de la gestión pública ya no 
es suficiente.

Es preciso considerar la acción innova-
dora a la vez que la réplica de las mejo-
res prácticas en otras unidades públicas 
desde los principios de colaboración y 
de acción compartida.

Es necesaria la creación de una meto-
dología estándar que permita la compa-
ración entre indicadores de capital inte-
lectual. La idea de benchmarking está 
vinculada con esta estandarización para 
la identificación de mejores prácticas.

Hay muchas capacidades y recursos 
infrautilizados y mucho conocimiento 
perdido.

Implantación de un sistema de Gestión del Conocimiento en el Ayuntamiento de Leganés
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El trabajo colaborativo en la Administra-
ción: el Programa Compartim de Gestión 
del conocimiento del Departamento de 
Justicia de la Generalitat de Catalunya
Equipo de redacción del Boletín de Función Pública del INAP 

Introducción

Este programa, que comenzó su andadu-
ra en el año 2005, promueve el aprendizaje 
mediante el intercambio de experiencias y el 
compartir buenas prácticas. Ya han participa-
do más de ochocientas personas y el conoci-
miento generado y difundido incluye más de sesenta 
documentos entre ponencias, protocolos, manuales, 
plantillas, documentos de trabajo, procedimientos, 
etc. 

La información que aparece en este artículo se ha 
elaborado con todo el material que se ofrece a tra-
vés de la web del Programa Compartim: http://www.
gencat.cat/justicia/compartim/ y, especialmente, el 
artículo de Jesús MARTÍNEZ MARÍN, Responsable de 
Nuevos Programas Formativos y Proyectos del CEJFE 
del Departamento de Justicia: “Programa Compartim: 
comunidades de práctica en una Administración pú-
blica”, Trabaja diferente. Redes corporativas y comu-
nidades profesionales, febrero 2012, pp. 10-32.

La presencia del Programa Compartim a través de 
la web y de las redes sociales más utilizadas permite 
disponer de abundante material puesto a disposición 
del público en todos los formatos: vídeos, presen-
taciones, libros, artículos, etc. Muy enriquecedora 
es la aportación de dos blogs en las que se recogen 
numerosas reflexiones sobre el trabajo colaborativo: 

“Trabajo colaborativo. Reflexiones sobre formación 
y aprendizaje corporativo” (http://trabajocolabora-
tivoenred.wordpress.com/) y el Blog de gestión del 
conocimiento del Programa Compartim (http://blocs.
gencat.cat/blocs/AppPHP/gestioconeixement/).

La aparición de la web 2.0: nuevas formas de traba-
jar y aprender

En un nuevo contexto en el que los ciudadanos 
han llevado Internet un paso más allá, mediante una 
aproximación más social, la llamada web 2.0, en la 
que la Red se ha convertido en un espacio de inter-
cambio y conversación, todo el mundo tiene que lle-
var a cabo un proceso de adaptación a estas nuevas 
formas de trabajar y aprender. Para ello, deben adqui-
rir nuevas habilidades, conocer nuevas herramientas 
y, sobre todo, asumir actitudes como, por ejemplo, 
compartir, colaborar o participar. Se trata de un cam-
bio estructural que nace con la tecnología y que aho-
ra nos muestra sus derivaciones sociales, económicas 
y culturales. Las empresas y las organizaciones, que 
se habían quedado en un aspecto meramente comer-

El Programa Compartim (Compartimos) es una iniciativa del Depar-
tamento de Justicia de la Generalitat de Catalunya, a través del Centro 
de Estudios Jurídicos y Formación Especializada (Centre d’Estudis 
Jurídics i Formació Especialitzada, CEJFE), para crear entornos de 
trabajo colaborativo que permitan obtener oportunidades de mejora 
o resolver problemas en el trabajo cotidiano.

http://www.gencat.cat/justicia/compartim/
http://www.gencat.cat/justicia/compartim/
http://trabajocolaborativoenred.wordpress.com/
http://trabajocolaborativoenred.wordpress.com/
http://blocs.gencat.cat/blocs/AppPHP/gestioconeixement/
http://blocs.gencat.cat/blocs/AppPHP/gestioconeixement/
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cial, tendrán que adaptarse si quieren mantener su 
competitividad y eficacia.

Los nuevos modelos de gestión que demanda la 
actual sociedad en red se están desarrollando fuera 
de las organizaciones, y el reto de empresas e insti-
tuciones es descubrir cómo adaptar estos modelos 
a su realidad organizativa. El cambio y la adaptación 
permanente se consideran factores estratégicos que 
pueden diferenciar las organizaciones. 

En el caso de la Administración pública, la respon-
sabilidad respecto al cumplimiento de las normas se 
sitúa junto a la obtención de resultados de calidad, 
de satisfacción del usuario al utilizar un servicio. La 
Administración debe adaptarse a los nuevos requeri-
mientos de la sociedad y de los ciudadanos. 

Para dar respuesta a los nuevos retos no es sufi-
ciente con llevar a cabo modificaciones estructurales, 
sino que se deben realizar desde realidades concre-
tas, contando con profesionales que las conozcan 
y que sean capaces de intervenir. Empieza a haber, 
pues, una toma de conciencia de que el conocimiento 
de todos, en red y compartido, puede ser muy útil 
para resolver los nuevos problemas planteados en la 
organización. 

Cambios del contexto organizativo de la Administra-
ción pública: “todos aprendiendo de todos”, el caso 
de Compartim 

Para que ahora sean posibles experiencias colabo-
rativas, se sucedieron una serie de factores de forma 
conjunta, tal y como señala Jesús Martínez (“Progra-
ma Compartim [...]”, pp. 13-15):

• La tecnología: propició la conexión y el trabajo 
en red de los integrantes de las comunidades de 
práctica. La plataforma tecnológica e-Catalunya, 
que empezaron a usar en el 2005, fue el instru-
mento para poder trabajar y colaborar de forma 
asíncrona, más allá de reuniones presenciales. 

• Se observó una tímida evolución de la cultura 
de la competición a la de la colaboración.

• También se produjeron cambios en el modelo 
tradicional de formación en el aula y se descu-
brió el aprendizaje entre iguales y la inteligencia 
colectiva de la organización.

La obsolescencia rápida del conocimiento necesario 
para trabajar, que no se resuelve con la formación 
tradicional, al no encontrarse conocimiento experto 
fuera de la organización, propició una nueva mirada 
sobre el conocimiento acumulado por los profesiona-
les que ya intervenían. Este esquema deja obsoleto 
el rol del formador tradicional, todos tienen la posi-
bilidad de aprender y de enseñar en roles que son ya 
indiferentes en muchos casos.

En este nuevo entorno, aprendemos también con la 
práctica, al disponer del conocimiento que necesita-
mos en nuestro lugar de trabajo gracias a la experien-
cia de los compañeros en situaciones similares. Para 
lograr esta interacción, las personas y las organizacio-
nes convertimos el conocimiento individual en cor-
porativo y construimos, así, de forma colaborativa, 
el conocimiento de la organización. El modelo, pues, 
desarrolla los hábitos de aprender y cooperar, que re-
sultarán cruciales para el cambio en la organización. 

Comunidades de práctica: inicios de Compartim

La metodología de trabajo que se siguió se basó en 
los estudios desarrollados por Etienne Wenger, para 
el que “una comunidad de práctica es un grupo de 
personas que comparten una preocupación, un con-
junto de problemas o un interés común sobre un 
tema, y que profundizan su conocimiento y su pericia 
en esta área a través de una interacción continuada”. 

Los responsables del programa del Departamento 
de Justicia no siguen a rajatabla el esquema clásico 
de creación y organización de comunidades de prác-
tica de Etienne Wenger, sino que han ido más lejos, 
adaptando esta idea a una organización pública: 

• Se empezó por la identificación del colectivo 
idóneo: se pensó que éste tenía que ser un gru-
po de personas que ya estuvieran motivadas, o 
bien que se adhirieran con entusiasmo cuando 

El Programa Compartim de Gestión del conocimiento del Departamento de Justicia de la Generalitat de Catalunya
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se les explicara la idea por primera vez. Lo ideal 
era que, además, fuera un colectivo donde al 
menos un grupo de personas ya hubiera empe-
zado a reunirse para intercambiar conocimiento 
sobre el trabajo que hacían.

• Después, se pasó a la identificación de los pro-
blemas recurrentes: problemas que afrontaba 
el colectivo, o bien los problemas que eran más 
actuales. Se preguntó directamente a los miem-
bros de la comunidad de práctica cuáles eran 
los temas sobre los que conversaban de forma 
espontánea, es decir, cuáles eran los temas de 
trabajo sobre los que hablaban cuando no esta-
ban trabajando.

• Más tarde, se identificó a la persona que sería 
el animador.

• Después se organizó una primera reunión pre-
sencial del colectivo en cuestión: en esta prime-
ra reunión presencial, los temas discutidos fue-
ron los que el e-moderador identificó –hablando 
con algunas personas del colectivo– como los 
temas más calientes (hot topics).

• Se finalizó el proceso con las conversaciones de 
la comunidad de práctica en el espacio virtual: 
la conversación continuó de forma virtual, a tra-
vés de la plataforma tecnológica e-Catalunya, ya 
con la coordinación del e-moderador de la co-
munidad.

Hay diversos enfoques y orientaciones de las comu-
nidades de práctica. En el Programa Compartim la 
mayoría de comunidades ha seguido el enfoque de 
nuevo conocimiento, es decir, se han encaminado ha-
cia la producción de conocimiento, que se plasma en 
manuales, protocolos, guías de intervención, etc. 

¿A quién se dirige y cómo se puede participar?

El Programa Compartim se dirige a todo el Depar-
tamento de Justicia de la Generalitat. Se articula a 
través de los diferentes colectivos profesionales que 
quieren trabajar sobre aspectos de mejora en su prác-
tica laboral. Las propuestas de participación pueden 
venir desde cualquier ámbito de la organización: sólo 
se requiere trabajar los temas a resolver o mejorar 
por la vía que aporta el conocimiento compartido. 

¿Cómo funcionan en la práctica?

Cada colectivo profesional (también denominado 
comunidad de práctica) ha de seleccionar un aspecto 
profesional que se quiera mejorar. El trabajo colabo-
rativo tiene lugar mediante sesiones de encuentros 
presenciales, en las que un grupo reducido de per-
sonas motivadas y comprometidas tratan de ofrecer 
nuevas perspectivas y soluciones. Esta labor presen-
cial se complementa casi siempre con el trabajo en 
línea, virtual, que facilita la comunicación y la auto-
matización de tareas. Cuentan también con la ayuda 
de un coordinador de grupo (e-moderador) y, si los 
necesitan, con expertos externos que los acompaña-
rán a lo largo de todo el proceso.

Al final del proceso de trabajo compartido, se lleva 
a cabo una sesión de buenas prácticas dirigida a todo 
el colectivo profesional, donde se expone el trabajo 
elaborado. En esta sesión también se suele invitar a 
expertos de otros ámbitos para que presenten ex-
periencias de éxito relacionadas con la propuesta de 
mejora tratada.

La importancia del e-moderador

El e-moderador o facilitador de comunidad es el 
gran conector y agente de la gestión del conocimien-
to en la comunidad y en la organización, hace fluir el 
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conocimiento, más allá incluso del círculo de motiva-
dos/entusiastas. Es fundamental la elección del tema 
que se trabajará, sobre todo si se enfoca a resolver 
problemas que generan preocupación en la dinámica 
de trabajo habitual.

En el año 2011, y transcurridos seis años 
desde los primeros 13 e-moderadores con 
que comenzó esta iniciativa, pasaron por el 
programa más de 45 e-moderadores.

Respecto al rol del e-moderador y las si-
militudes/diferencias con el nuevo perfil de 
community manager, se puede consultar 
la interesante presentación de Jesús Mar-
tínez Marín: “Community Manager Versus 
E-moderator: el rol de responsable de co-
munidades en las organizaciones” http://
www.slideshare.net/marti/e-moderator-vs-
community-manager

Los beneficios por participar 

Existen, por una parte, unos beneficios 
personales: las personas que forman parte 
de un grupo de trabajo colaborativo tienen 
derecho a una certificación de las horas que 
hayan invertido, con la justificación docu-
mental previa, como horas de formación. 
Estas horas no restan del número total de 
horas de formación de que puede disfrutar 
un empleado público y son compatibles con la forma-
ción que ofrece el CEJFE. Además, la producción de 
conocimiento aportada por el grupo se puede con-
vertir en ponencias y publicaciones que promueve el 
CEJFE.

Por otro lado, y lo que es más relevante, todo el 
mundo en la organización puede contribuir a la me-
jora de la organización y a su propio desarrollo per-
sonal.

La principal cuestión que se plantearía es qué incen-
tivos pueden llevar a un grupo de profesionales, con 
sus carreras consolidadas, a participar en las comuni-
dades de práctica. Se les ha dirigido a los e-modera-
dores y al grupo de entusiastas, la siguiente cuestión 
(Jesús Martínez, “Programa Compartim [...]”, pp. 25-
27):

“¿Por qué motivo colaboras en la comunidad de 
práctica?

1. Relación personal de amistad con el e-mo-
derador o con otros miembros de la comuni-
dad.

2. Necesidad de resolver problemas y dificul-
tades en el trabajo diario para mejorarlo.

3. Apoyo mutuo entre compañeros que hacen 
una actividad similar.

4. Encuentros y participación dentro del gru-
po de compañeros de trabajo innovadores.

5. Encuentros y participación dentro del gru-
po de compañeros en el cual nos encontramos 

bien y del que disfrutamos.

6. Porque es una gran oportunidad de apren-
der y de estar al día en la actividad profesional.

Y las respuestas fueron éstas”:

Los aspectos más valorados son los que hacen refe-
rencia al hecho de que es una oportunidad de apren-
dizaje y de estar al día en la tarea profesional. Se 
trata, por lo tanto, de personas altamente motivadas 
por la mejora de su trabajo diario.

La plataforma virtual de trabajo colaborativo e-Ca-
talunya

Las comunidades y grupos de trabajo que quieren 
trabajar en línea disponen de la plataforma e-Cata-
lunya http://ecatalunya.gencat.net/portal/faces/pu-
blic/justicia/inici

La plataforma pone al alcance de sus usuarios herra-
mientas de trabajo colaborativo para conversar sobre 
las experiencias laborales (blogs corporativos), deba-
tir alrededor de una cuestión (foros), crear documen-
tos compartidos (wiki), publicar fotos de la actividad 
o ubicarla en el calendario. Además, dispone de un 
depósito digital donde todo el mundo puede publicar 
los contenidos y documentos que genera cada comu-
nidad.
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Las comunidades de práctica que se relacionan en el 
Programa Compartim son las siguientes:

• @plec 2.012 Justícia Tarragona

• e-moderadors (e-moderadores)

• Mediació (mediación)

• Prevenció i mediació comunitària (prevención y 
mediación comunitaria)

Ámbito penal

• Activitat física i esport als centres penitenciaris 
(actividad física y deporte en los centros peni-
tenciarios)

• Assessorament tècnic penal (asesoramiento téc-
nico penal)

• Atenció a la víctima del delicte (atención a la víc-
tima del delito)

• Comissió Interinstitucional per la Reinserció So-
cial del Camp de Tarragona (CIRSO) (comisión 
interinstitucional para la reinserción social del 
Campo de Tarragona)

• Docents als centres penitenciaris (docentes en 
los centros penitenciarios)

• Educadors dels centres penitenciaris (educado-
res en los centros penitenciarios)

• Juristes de centres penitenciaris (juristas de cen-
tros penitenciarios)

• Monitors artístics de centres penitenciaris (mo-
nitores artísticos de centros penitenciarios)

• Psicòlegs de centres penitenciaris (psicólogos de 
centros penitenciarios)

• TIC i presó (TIC y prisión)

• Treballadors socials en l’àmbit penal (trabajado-
res sociales en el ámbito penal)

Ámbito justicia juvenil

• Assessorament tècnic de menors (asesoramien-
to técnico de menores)

• Centres de Justícia Juvenil (centros de justicia 
juvenil)

• Medi obert de Justícia Juvenil (Medio abierto de 
Justicia Juvenil)

• Mediació penal de menors (mediación penal de 
menores)

Administración de Justicia

• Arxius judicials (Archivos judiciales)

• Biblioteques judicials (Bibliotecas judiciales)

• Equip d’assessorament tècnic de família (equipo 
de asesoramiento técnico de familia)

• Oficines d’atenció al ciutadà de l’Administració 
de justícia (oficinas de atención al ciudadano de 
la Administración de justicia)

La transferencia de conocimiento

Una vez creado el conocimiento hay que transferirlo 
al colectivo profesional y, después, difundirlo a toda 
la organización y también hacia el exterior.

Para transferir el conocimiento creado en el resto 
de la comunidad utilizan dos sistemas: uno presencial 
(las jornadas de buenas prácticas) y otro a través de 
Internet (los boletines electrónicos). Las principales 
vías de difusión son la intranet para la organización y 
la web y la presencia en diferentes redes sociales para 
el público en general.

in
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El Programa Compartim de gestión del conocimien-
to dispone de un espacio propio en la web del Depar-
tamento de Justicia www.gencat.cat/justicia/compar-
tim, donde se recogen los artículos y ponencias sobre 
gestión del conocimiento publicados en distintos me-
dios, los programas de las jornadas de buenas prácti-
cas de cada comunidad y los contenidos consolidados 
de cada comunidad. Los productos de conocimiento 

que las comunidades de práctica trabajan colabora-
tivamente en la plataforma e-Catalunya se publican 
en la web, una vez revisados y evaluados por las uni-
dades directivas correspondientes. Se trata, pues, del 
canal corporativo de difusión externa del Programa 
Compartim (Jesús Martínez, “Programa Compartim 
[...]”, p. 32).
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y León. La estrategia de bench-
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1. Introducción
2. El Centro de Buena Administración  
3. Análisis de las políticas objeto de estudio
4. Conclusión

1.- Introducción

En las sociedades actuales el ritmo 
de cambio es muy rápido y a las Admi-
nistraciones no les basta permanecer 
estables para mantenerse, deben im-
plementar programas que les permitan 
adaptarse a las innovaciones y los cam-
bios que tan rápido se suceden. Es en 
este contexto donde surge la denomi-
nada Nueva Gestión Pública (NGP). Esta 
corriente tiene dos grandes vertientes: 
una más académica y general, que se 
entiende, según Barzelay, como un de-
bate “acerca de cómo enfrentarse ope-
rativamente a cuestiones que se plan-
tean, tanto en la teoría como en casos 
concretos, referidas al problema de cómo estructurar, 
gestionar y controlar la burocracia y el sector público 
en su conjunto”, y que hace referencia a la noción de 
“buen gobierno”, entendiendo éste como un gobier-
no eficiente y responsable (Barzelay, 2002: 23). Y otra 
más práctica representada por Osborne y Gaebler en 

su libro “La Reinvención del Gobierno” en la que se 
importa el modelo de gestión privado a las organi-
zaciones públicas. Tal como señala Salvador Parrado 
esta forma de gestión trae consigo dos aspectos: el 
aumento de la competencia y la búsqueda de la cali-
dad (Parrado, 1996:7).

RESUMEN DEL ARTÍCULO: El Centro de Buena Administración, 
perteneciente a la Escuela de Administración Pública de la Junta de 
Castilla y León se crea con el objetivo de compartir con el resto de 
áreas de la Administración Autonómica las acciones innovadoras en 
diferentes campos: Función Pública, Modernización Administra-
tiva, Administración Económica y Nuevas Tecnologías. El pilar de 
cada uno de los campos son las Universidades de Castilla y León, en 
las que residen los expertos responsables de cada uno de ellos y que 
se encargan de realizar la búsqueda de las políticas innovadoras. El 
Centro de Buena Administración, como herramienta para facilitar la 
toma de decisiones a través de la estrategia de benchmarking, tiene el 
objetivo de aportar a  la labor del Gobierno un valor añadido de im-
pulso e innovación que afecte a la eficiencia de la puesta en marcha de 
sus políticas públicas.  Para ello se analiza la relación entre la Direc-
ción General de la Función Pública de la Junta de Castilla y León  y 
el Centro de Buena Administración a la hora de poner en marcha las 
diferentes políticas previstas para la legislatura.
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Para ello las Administraciones públicas han orienta-
do su trabajo dentro de los parámetros que se han 
definido de calidad introduciendo modelos de gestión 
que hasta ese momento sólo eran utilizados en la em-
presa privada: como las cartas de Servicios, encuestas 
de satisfacción, técnicas de gestión del conocimien-
to como círculos de calidad o coaching, y técnicas de 
benchmarking, en el cual se basa el Centro de Buena 
Administración. 

El benchmarking surge en la empresa privada en los 
años 70 dentro de la corporación Xerox, y a partir de 
la década de los 90 se aplica en el sector público (Ba-
adbaart et al. 2008: 92). Robert Camp es el primero en 
teorizar sobre esta metodología a la que define como 
la búsqueda de las mejores prácticas de la industria 
que conducen a un desempeño excelente. El bench-
marking es una metodología que conlleva un proceso 
continuo de búsqueda, aprendizaje y aplicación de 
prácticas óptimas, que consiste en descubrir y cono-
cer qué hacen y cómo lo hacen otras organizaciones, 
identificadas como las mejores, para así perfeccionar 
las propias actuaciones y capacidades. 

Esta metodología también puede aplicarse para 
mejorar la toma de decisiones. Una labor que va co-
brando cada vez más importancia en los centros de 
directivos actuales, en los que a la gran cantidad de 
información disponible, que no siempre es posible 
procesar, se unen otros factores como la satisfacción 
de las partes implicadas: ciudadanos, sindicatos u 
otros departamentos de la propia organización. Co-
nocer qué políticas se han desarrollado con éxito en 
otras instituciones puede ayudar a tomar decisiones 
en ámbito de la propia organización. 

Con ese propósito se pone en funcionamiento el 
Centro de Buena Administración (CBA) de la Junta 
de Castilla y León. La labor del CBA es informativa, el 
Centro recopila información sobre aquellas políticas 
de interés para la organización que se han desarrolla-
do con éxito en otras Administraciones. 

2.- El Centro de Buena Administración

El Centro de Buena Administración de la Junta de 
Castilla y León se crea a mediados de 2008. El obje-
tivo por el que nace es la pretensión de disponer de 
un instrumento de ayuda en la toma de decisiones y 
la herramienta a través de la cual se crea es el ben-
chmarking. En definitiva, el Centro de Buena Admi-
nistración (CBA) pretende la mejora de los servicios 
públicos de la Junta de Castilla y León a través del 
estudio de los diferentes niveles del Gobierno y de 
la Administración española e internacional, especial-
mente europea, para poder comparar las experien-
cias positivas que ayuden a contrastar las propias de-
cisiones. Para ello se pretende establecer un banco 
de datos e información lo suficientemente fiable que 
sirva para la actuación innovadora e impulsora de las 
futuras iniciativas de la Junta de Castilla y León.

Estructura del CBA

El Centro se encuadra dentro de la Escuela de Admi-

nistración Pública de Castilla y León. Con el inicio de la 
actividad del Centro de Buena Administración, la Ad-
ministración castellano y leonesa delimita los temas 
de interés prioritarios de investigación. Estos son: 

Nuevas Tecnologías: desde el CBA se pretenden 
aportar un conocimiento de aquellas políticas inno-
vadoras respecto a este campo con el objetivo de 
mantener una organización abierta, flexible, interco-
nectada, orientada al funcionamiento en red y con 
capacidad de reacción inmediata. 

Función Pública: los empleados públicos son el 
principal activo, la piedra angular del buen funciona-
miento de la Administración, por ello es importante 
mejorar su cualificación, profesionalización, motiva-
ción y condiciones sociales. Desde el Centro de Buena 
Administración se pretende aportar la experiencia de 
otros lugares que ayuden a conseguir este objetivo. 

Modernización de la Administración: se pretende 
ofrecer información de medidas desarrolladas con 
éxito encaminadas la mejora de la Administración pú-
blica y el acercamiento de ésta a los ciudadanos. 

Administración Económica: en este campo se ofrece 
información sobre medidas y políticas que simplifi-
quen los trámites que las empresas tienen que rea-
lizar con la Administración y aquellas políticas y pro-
gramas destinados a mejorar la economía de manera 
global.

La elección de los campos no quiere decir que estos 
sean exclusivos ni estén cerrados: pueden añadirse 
nuevos campos de interés para diferentes centros 
directivos, o bien cambiarlos o cerrar alguno de los 
abiertos una vez cumplido su objetivo.

El Centro de Buena Administración, para desarrollar 
su labor, cuenta con la colaboración de las cuatro Uni-
versidades públicas implantadas en la región. Estas 
son: Universidad de Salamanca, Universidad de Bur-
gos, Universidad de León y Universidad de Valladolid. 
En cada una de ellas existe una Antena del Centro de 
Buena de Administración formada por un investiga-
dor y un especialista en la materia encomendada.

Es destacable la sinergia creada entre las Univer-
sidades y la Administración Pública, que enriquece 
a ambas instituciones, ya que es cierto que tanto la 
teoría necesita referentes aplicados, como la gestión 
sostenerse por la teoría. La experiencia investigadora 
de las Universidades también supone una aportación 
relevante a la labor del CBA.

Proceso de trabajo

Desde el Centro de Buena Administración se ha plan-
teado un esquema de funcionamiento que optimiza 
los recursos disponibles. Éste responde a tres fases:

La primera fase es interna, en ésta se trabaja con los 
diferentes centros titulares de las políticas. A través 
de reuniones periódicas el Centro de Buena Admi-
nistración expone a éstos los resultados de las inves-
tigaciones y se presentan las buenas prácticas que 
las Universidades han seleccionado en esa área. Los 
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centros directivos titulares de las políticas orientan al 
Centro de sus necesidades, estableciendo las áreas 
prioritarias dentro de cada campo.

En la segunda fase el Centro comunica estas prefe-
rencias a las diferentes Universidades, las cuales abri-
rán líneas de investigación sobre los temas propues-
tos por los centros directivos titulares de la política.

En la tercera fase los centros directivos titulares de 
la política concretarán la pertinencia de las prácticas 
presentadas y sugerirán, si es necesario, nuevas lí-
neas de investigación o concretarán las que ya están 
abiertas.

A través de este círculo se consigue una retroali-
mentación en la que se aúnan las prioridades de la 
Administración castellano y leonesa con la labor in-
vestigadora de las Universidades, representadas en 
las Antenas.

El Centro de Buena Administración pone a disposi-
ción de todos los centros directivos una gran base de 
datos que contiene las buenas prácticas recopiladas 
por el Centro en aquellas materias de interés priorita-
rias expresadas por estos. Este gran Banco de Buenas 
Prácticas es accesible a través de dos vías: una gene-
ral y abierta a todo el público; y otra restringida a los 
centros directivos a través de un acceso codificado, 
en el que se puede consultar toda la información re-
copilada sobre la buena práctica a través del análisis 
realizado por los investigadores de las diferentes An-
tenas así como los datos de contacto de la organiza-
ción de origen.

En principio no se pretende implementar todas 
aquellas buenas prácticas seleccionadas. Pero en el 
caso de que alguna de las acciones incluidas en el 
Banco fuese de especial interés para el centro directi-
vo se iniciaría un procedimiento de benchmarking ex-
tenso que culminaría con la mejora del proceso o de 

la organización a través de la implantación de una po-
lítica, programa o proceso realizado por una organi-
zación de referencia para el centro directivo. A la hora 

de trasponer la buena prác-
tica, desde el CBA, hay que 
tener presente que las políti-
cas y programas que funcio-
nan en un territorio o Admi-
nistración pueden fracasar 
en otra. Por ello, al adoptar 
una política o programa 
exitoso en otra Administra-
ción es necesario realizar 
un estudio en profundidad 
de ambas organizaciones, 
la realidad donde están in-
sertas y los problemas a los 
que se enfrentan; y además 
de esta manera mejorar el 
conocimiento interior de la 
organización. La implemen-
tación de una política o pro-
grama de una organización 
a otra, tal cual, nos llevará a 
un fracaso de la política con 

la que pretendemos mejorar. Para que ésta cumpla 
los objetivos que se propone debe ser adaptada a las 
características y necesidades de la organización don-
de se implanta. Con este objetivo el Centro de Buena 
Administración se provee de una metodología pro-
pia de trasposición de buenas prácticas, basada en 
la metodología del Enfoque del Marco Lógico. Esta 
metodología de implementación de proyectos, usada 
en cooperación al desarrollo, ofrece varias ventajas 
importantes: ayuda a la toma de decisiones; la plani-
ficación es participativa; es secuencial, el avance se 
basa en decisiones anteriores; es sencilla; y se basa 
en el consenso (huye del juego mayoría-minoría). 
Todo esto ha llevado a su adaptación para el CBA.

Metodología de trabajo

La labor principal del CBA es la ayuda a la toma de 
decisiones. El propósito es informar de aquellas ac-
ciones más innovadoras a las diferentes áreas titula-
res de las políticas, que éstas tengan conocimiento de 
cuáles son las políticas o programas de carácter trans-
formador que se están desarrollando en su ámbito. 

El proceso de elaboración de las buenas prácticas 
responde a una metodología específica creada espe-
cialmente para el Centro de Buena Administración 
y que es seguida por los investigadores de las dife-
rentes Antenas. Esta metodología está adaptada a la 
Junta de Castilla y León y recoge todo el proceso de 
la elaboración de la buena práctica: desde la extrac-
ción de la información hasta la inclusión de la buena 
práctica dentro de la base de datos, una vez realizado 
el análisis. 

La primera acción del CBA fue determinar qué se 
entendía por una buena práctica. Para el Centro de 

Imagen de la página web del Centro de Buena Administración
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Buena Administración, una buena práctica es aque-
lla acción impulsada por cualquier Gobierno o Admi-
nistración pública que consiga mejorar una situación 
dada con resultados satisfactorios para la sociedad. 
Las buenas prácticas elegidas muestran aquellas ac-
ciones más innovadoras en otras Administraciones 
para mejorar las actuaciones de la propia organiza-
ción.

La búsqueda de buenas prácticas comienza a través 
de Internet; por ello determinar qué fuentes son fia-
bles es muy importante para obtener la información 
adecuada. La información que nos ofrecen las fuentes 
es útil tanto para la búsqueda de las políticas y pro-
gramas, como para poder situar la práctica en un con-
texto comparado. Así las fuentes son de dos tipos: por 
un lado sitios oficiales de Internet que suministran la 
información que las instituciones hayan volcado en la 
red; y por otro, publicaciones, anuarios, estadísticas. 
Tras la localización de la política o programa que se 
considere buena práctica, esta información se con-
trasta y amplía con la institución de procedencia. 

Para que una buena práctica sea incluida en el Ban-
co del CBA debe cumplir, a la hora de su extracción, 
con una serie de características o criterios a los que 
se ha denominado generales. Los criterios generales 
son el punto de partida para escoger una buena prác-
tica. En el momento de extracción de la práctica debe 
saberse en qué medida ésta responde a los criterios 
propuestos. Los criterios generales son:

• Accesibilidad de la información: para estar en 
disposición de alcanzar los objetivos la informa-
ción que pretendemos recopilar debe ser acce-
sible, esto es, que se pueda disponer de la infor-
mación completa del programa o política o bien 
obtener más información sobre la misma. 

• Coste beneficio: se valora que la buena práctica 
genere el mayor impacto posible con la mínima 
inversión. En muchas ocasiones no es necesario 
un gran desembolso financiero para producir 
mejoras en la organización.

• Organización parecida: a la hora de extraer la 
información y de aplicarla en una organización 
será más fácil cuando se trate de instituciones 
con una estructura similar. Es decir, una orga-
nización con análoga estratificación de cargos, 
jerarquía, etc.

• Cultura similar: se valora que las dos organiza-
ciones tengan una cultura similar: recorrido vital 
afín, con valores parecidos y con una visión de lo 
público parecida. Las posibilidades de éxito en la 
implantación de una política pública exitosa son 
mayores cuanto más se parezcan el entorno de 
las organizaciones ya que implantar una política 
pública que suponga un choque organizacional 
nos derivará a su fracaso.

• Soluciones sencillas y de rápida implantación: 
muchas veces las soluciones a problemas com-
plejos pueden ser sencillas y de rápida implanta-

ción. No es necesario movilizar grandes recursos 
para conseguir una solución satisfactoria.

• Pertenencia al mismo sector: valora si la política 
pública en cuestión es desarrollada por una Ad-
ministración pública tanto del mismo nivel terri-
torial como competencial, ya que esto determi-
nará nuestro mayor o menor esfuerzo futuro en 
el caso de que se pueda implementar. 

• Acciones premiadas: se valorarán aquellas bue-
nas prácticas que cuenten con premios o distin-
ciones. Actualmente existen numerosas organi-
zaciones públicas y privadas acreditadas y con 
un recorrido sólido que otorgan premios y men-
ciones a las mejores prácticas desarrolladas por 
alguna Administración. 

Los criterios son evaluados por parte de los inves-
tigadores con un sistema de puntuación doble deri-
vado de la ponderación de cada uno de los criterios 
en los diferentes campos. En un primer momento el 
investigador puntúa de forma directa la práctica con-
forme a una escala de 1 a 5, en la que 1 es el incum-
plimiento absoluto del criterio y 5 es el cumplimiento 
riguroso. A esta puntuación se le añade un coeficien-
te de ponderación del criterio dentro de cada campo. 
Esto es debido a que la incidencia de cada uno de los 
criterios generales en la valoración de una política es 
diferente dependiendo del campo al que pertenezca. 
De esta manera en campos como Función Pública o 
Modernización de la Administración tomarán mayor 
importancia los criterios relacionados con la estructu-
ra y entorno de la organización, ya que es importan-
te que la práctica esté inserta en un entorno similar. 
En otros campos como Administración Económica o 
Nuevas Tecnologías los criterios más relevantes son 
los de eficiencia y coste.

La información de la buena práctica se presenta tras 
su análisis en cuatro bloques: 

El primero de ellos recoge la información relativa 
a la puntuación de los criterios generales, el títu-
lo y el área y subárea a la que pertenece. 

El segundo recoge lo que hemos denominado in-
formación general. En este bloque se presentan 
las líneas básicas de la práctica. La información 
que aporta es la siguiente:

• Información inicial:

- Problema que viene a solventar: 
este apartado informa de las causas 
que han llevado a la institución a po-
ner en práctica la política que esta-
mos analizando.

- Solución global: muestra de mane-
ra breve la solución por la que se ha 
optado.

- Coste aproximado.

- Áreas afectadas: señala las áreas del 
Gobierno que se han visto afectadas 
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en la puesta en marcha de la práctica.

- Línea principal de gobierno afecta-
da: indica a que política del gobierno 
afecta.

• Territorio: presenta el territorio en el 
que se ha aplicado la iniciativa objeto de 
estudio.

• Público destinatario: señala específica-
mente la población para la que se ha 
puesto en marcha la práctica.

• Entidad que la ha llevado a cabo.

• Referencia temporal.

El tercero en el que se describe de manera por-
menorizada la práctica. Los apartados de los que 
se compone son:

• Idea innovadora: en el que se expone  en 
qué consiste la idea vertebral e innova-
dora sobre la que se ha desarrollado la 
iniciativa. Suele reflejar las razones de 
por qué se ha incluido esa práctica.

• Experiencia: se expone de manera deta-
llada el desarrollo de la iniciativa, desde 
el comienzo, actores involucrados, expe-
riencia, dificultades, etc. Es el apartado 
más extenso.

• A destacar: señala las consecuencias 
destacables y positivas que han tenido 
lugar cuando se ha llevado a cabo la bue-
na práctica y que hay que resaltar como 
algo importante de la puesta en marcha.

El cuarto bloque recoge los datos del contacto 
con el que se ha consultado en la institución de 
origen y responsable de la medida y la documen-
tación de apoyo.

La distribución de la información permite tener una 
información básica de la práctica en un golpe de vista 
en los primeros bloques y desarrollar esta informa-
ción con los siguientes.

3.- Análisis de las políticas objeto de estudio

En este punto se van a exponer las políticas prin-
cipales desarrolladas por la Dirección General de la 
Función Pública, ya que éstas son el objeto de estu-
dio. En concreto, se va a analizar: el programa piloto 
de teletrabajo y la aprobación del Código Ético de los 
Empleados Públicos de la Administración de la Comu-
nidad de Castilla y León. 

La Dirección General de Función Pública es uno de 
los centros directivos con los que el Centro de Buena 
Administración viene colaborando desde el inicio de 
su actividad. En abril de 2008, la Comunidad aprueba 
el Plan Estratégico de Modernización de la Adminis-
tración de Castilla y León, en el que se recogen las 
líneas y actuaciones dirigidas a la modernización de 
los recursos humanos al servicio de la Administración 
con un doble objetivo: satisfacer las demandas de la 

sociedad y las necesidades de la Administración ac-
tual; y también satisfacer las expectativas e intereses 
profesionales de los empleados públicos. 

Dentro de esta estrategia se aprueba, con el apoyo 
de los sindicatos mayoritarios, el Acuerdo Marco so-
bre los Principios de la Políticas de Función Pública 
para la Profundización en la Modernización y la Me-
jora de la Administración de la Comunidad de Castilla 
y León. Este acuerdo va a marcar el trabajo en el que 
se centrará la Dirección General de la Función Pública 
en los próximos años. En él se recogen varias series 
de medidas, entre las que destacamos: las generales 
de ordenación de la Función Pública; de progresión y 
profesionalización del empleado público; ordenación 
de las relaciones de empleo; y medidas de carácter 
social. 

Dentro de las medidas generales, la segunda se ti-
tula “Código Ético de los Empleados Públicos”. Esta 
medida señala la necesidad de ir más allá del simple 
cumplimiento de la ley, regulando los comportamien-
tos éticos de los empleados públicos. Para ello a lo 
largo del año 2009 se comprometen a aprobar un Có-
digo Ético, un manual de buenas prácticas y se desa-
rrolla el Plan de comunicación interna.

En las medidas de carácter social, dentro de las ac-
ciones de conciliación de la vida personal, familiar y 
laboral, se recoge la posibilidad de desempeño del 
puesto de trabajo mediante la fórmula de “Teletraba-
jo” a través de un proyecto experimental cuyo alcan-
ce no queda determinado.

En los dos últimos meses de 2009 y los primeros 
de 2010 la Dirección General de la Función Pública 
de la Junta de Castilla y León desarrolla algunas de 
las medidas recogidas en el Acuerdo Marco. El 20 de 
noviembre se publica la Orden ADM/2154/2009 so-
bre el programa experimental de teletrabajo “Trabaja 
desde casa” en la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León. Esta orden regula los criterios para el 
acceso y desarrollo de este programa, procedimien-
tos de supervisión, formación de los teletrabajadores 
y sus responsables. 

Tras inicio del programa piloto de teletrabajo, en fun-
cionamiento actualmente, se pone en marcha otra de 
las políticas destacadas de la Dirección General obje-
to de estudio: el Código Ético de los Empleados Públi-
cos de la Administración de la Comunidad de Castilla 
y León. El 26 de febrero de 2010 aparece publicado 
en el Boletín Oficial de la Comunidad dentro de la Or-
den ADM/62/2010, de 19 de febrero. El código nace 
con el objeto de servir de guía en la actuación de los 
empleados públicos para lograr la excelencia en el 
servicio público como resultado en un largo camino 
de mejoras tendentes a acercar al ciudadano una Ad-
ministración moderna y de calidad de la que reciba 
un trato exquisito y profesional. La Junta de Castilla 
y León incentivará conductas que reflejen los valores 
éticos del servicio público mediante la formación y 
el resto de sus políticas de personal. Los valores que 
recoge el Código Ético son: integridad; neutralidad; 
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transparencia; dedicación; iniciativa, innovación y 
creatividad; receptividad; cooperación; responsabili-
dad; orientación al ciudadano; lealtad y uso racional 
y eficiente de los recursos; y ejemplaridad. 

Otra de las políticas públicas prioritarias para la Di-
rección General de la Función Pública es la de Eva-
luación del Desempeño. La Junta de Castilla y León a 
través de diferentes grupos integrados por emplea-
dos públicos está desarrollando todo el proceso para 
implantar la evaluación del desempeño, como la de-
finición de los puestos de trabajo o elaboración del 
diccionario de competencias.

La interacción entre la Dirección General de la Fun-
ción Pública y el Centro de Buena Administración

La Dirección General de la Función Pública ha conta-
do, como se ha indicado al inicio, con la colaboración 
del Centro de Buena Administración desde el comien-
zo de la actividad de este último. A través de los en-
cuentros que se mantienen, de las peticiones e inclu-
siones de buenas prácticas en la base de datos del 
CBA y la realización de informes, se puede apreciar la 
relación entre las políticas desarrolladas por la Direc-
ción General y la información aportada por el Centro.

En los primeros encuentros, el Centro de Buena 
Administración y la Dirección General establecen las 
áreas y subáreas prioritarias para la organización. En 
la primera división se establecen las siguientes áreas: 
Ética pública, Retribuciones, Carrera administrativa,  
Selección,  Evaluación del desempeño, Formación y 
Comunicación Interna. Esta clasificación responde a 
las necesidades del centro directivo y las inquietudes 
investigadoras de la Universidad. Como se puede ob-
servar en esta primera clasificación aparecen ya dos 
de las áreas donde la Dirección General desarrollará 

parte de sus políticas como son la ética pública y la 
evaluación del desempeño. 

En el mes de abril el CBA recibe el encargo de la 
Dirección General para buscar buenas prácticas en 
teletrabajo y sobre códigos éticos específicamente 
dentro del campo de ética pública. Desde ese mo-
mento el Centro de Buena Administración comienza 
a agregar buenas prácticas de teletrabajo en España, 
respondiendo a la petición de la Dirección General. 
Concretamente estas son: Teletrabajo en La Rioja 
(06/04/2009), Teletrabajo en el MAP (16/07/2009) y 
Teletrabajo en Baleares (07/08/2009) de las que se 
presenta un breve resumen:

Teletrabajo en la Administración de Baleares

La Ley de Función Pública de las Islas Baleares pre-
vió la posibilidad del teletrabajo en la Administración 
Pública con el objetivo de conciliar la vida laboral y fa-
miliar de los empleados públicos. Así, las condiciones 
del programa piloto se pactaron con las organizacio-
nes sindicales, llegándose a realizar dos experiencias. 
Los empleados participantes no han sido numerosos, 
pero el programa ha sido valorado positivamente. 
La experiencia piloto ha tenido una duración de seis 
meses, y los funcionarios participantes han podido 
prestar 21 de las 35 horas de la jornada laboral en sus 
hogares. Para garantizar la seguridad de las comuni-
caciones, un experto en la materia ha participado en 
la experiencia piloto. El programa de teletrabajo ha 
servido para detectar dificultades y también para ad-
vertir una positiva modalidad de trabajo no presen-
cial que aún no ha sido definitivamente implantada.

Teletrabajo en la Administración Pública (Ministe-
rio de Administraciones Públicas, MAP)

En el marco del Plan Concilia, el Ministerio de Ad-
ministraciones Públicas diseñó y realizó, a finales de 
2005 en sus servicios centrales el Plan Piloto para la 
Aplicación de Técnicas de Teletrabajo para los emplea-
dos públicos. En esta experiencia fueron selecciona-
dos 30 funcionarios voluntarios y los resultados fue-
ron positivos tanto para los participantes como para 
los evaluadores. Posteriormente, el Ministerio de Ad-
ministraciones Públicas aprobó la Orden 1981/2006, 
de 21 de junio, por la que se promueve la implanta-
ción de programas piloto de teletrabajo en los depar-
tamentos ministeriales, y elaboró el “Manual para la 
Implantación de Programas Piloto de Teletrabajo en 
la Administración General del Estado”.

Programa Piloto de Teletrabajo (Gobierno de La 
Rioja)

La Consejería de Administraciones Públicas y Política 
Local del Gobierno de la Rioja ha puesto en marcha 
de forma pionera un programa piloto de teletrabajo 
con el que se ayuda a conciliar la vida familiar y la-
boral de los empleados públicos. La participación ha 
sido voluntaria y se ha provisto a los empleados de 
los medios necesarios para el desarrollo del traba-
jo en casa. La distribución de las horas es flexible y 
variable, y se determina mediante acuerdo entre los 
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empleados públicos y los responsables de sus uni-
dades administrativas en función de las necesidades 
del empleado o de la naturaleza de la prestación del 
servicio. El superior jerárquico del teletrabajador se 
encarga de programar el trabajo y supervisar el cum-
plimiento de los objetivos previamente establecidos. 
Asimismo, se han elaborado cuestionarios para eva-
luar la satisfacción de los empleados públicos partici-
pantes y sus responsables.

Como se puede observar, existen algunas coinci-
dencias entre las propuestas presentadas por el CBA 
y la propuesta desarrollada por la Dirección General. 
Entre las que destacan la duración de la experien-
cia piloto (La Rioja y Baleares); el tiempo de trabajo 
presencial y los medios de los que debe disponer el 
teletrabajador (Baleares) o los criterios de selección 
(Baleares y MAP). 

En el mismo periodo el Centro de Buena Administra-
ción recibe otra petición de la Dirección General de 
la Función Pública, en la que se solicita información 
sobre códigos éticos. En este caso, y de acuerdo con 
el centro directivo, no se realiza una recopilación de 
buenas prácticas de manera inmediata. La solución 
por la que se opta, tras la investigación realizada por 
la Universidad, es la de presentar la información se-
leccionada a través de un informe ejecutivo. Esta de-
cisión viene motivada por la cantidad de información 
obtenida y la necesidad de facilitarla de una manera 
rápida. El informe muestra los códigos éticos más rele-
vantes presentados en España en los diferentes nive-
les administrativos y los precedentes de los mismos. 
También se incluyen en el Banco de Buenas Prácticas 
del Centro de Buena Administración políticas relacio-
nadas con la ética pública y los códigos éticos. Código 
Orientativo de Buenas Prácticas Administrativas (Na-
varra) (10/02/2009); Transparencia en la Función Pú-
blica Chilena (09/12/2009) y Comisión Deontológica 
de la Función Pública Francesa  (11/01/2010) de las 
que también se muestra un breve resumen: 

Código Orientativo de Buenas Prácticas Adminis-
trativas (Navarra) 

La Administración debe servir con objetividad los 
intereses generales, configurándose un derecho a la 
buena administración. Sin embargo, los principios 
que rigen la buena práctica administrativa se encuen-
tran dispersos y su delimitación suscita dificultades 
de orden jurídico. El Gobierno de Navarra solventa 
este inconveniente aprobando un código orientativo 
que simultáneamente informa con detalle a los em-
pleados públicos sobre sus conductas y promociona 
la calidad de la actividad de la Administración.

Transparencia en la Función Pública Chilena

El Gobierno de Chile ha impulsado una serie de ac-
tuaciones dirigidas a la implementación de los princi-
pios de transparencia y probidad en la función públi-
ca. Así, se ha promovido la publicación, por parte de 
los órganos administrativos, de información relativa 
a sus funciones, organización, contrataciones y per-
sonal en los sitios web institucionales (Transparencia 

Activa), se ha configurado un derecho ciudadano de 
acceso a la información pública y se ha articulado una 
nueva estructura administrativa para potenciar la 
transparencia, además de realizar acciones formati-
vas en esta materia destinadas a los empleados pú-
blicos.

La Comisión de Deontología de La Función Pública 
Francesa

La Comisión de Deontología de la Función Pública 
Francesa tiene atribuidas diversas funciones en orden 
a garantizar el cumplimiento efectivo del régimen de 
incompatibilidades y los deberes de neutralidad y 
dedicación al servicio público de los funcionarios, 
delimitando la esfera pública del sector privado. La 
Comisión atiende la actividad casuística, desarrolla 
una jurisprudencia y emite informes que, además, 
contienen sugerencias de mejora del sistema. El fun-
cionamiento de la Comisión se articula en distintos 
procedimientos en virtud de la actividad específica 
fiscalizada y de acuerdo con el principio de transpa-
rencia.

El código ético de la Junta de Castilla y León, como en 
el caso del programa de teletrabajo,  también presen-
ta elementos incluidos en las buenas prácticas y en el 
informe presentado por el CBA. La finalidad de todos 
ellos es la misma, promover la calidad del servicio en 
la Administración y fomentar una Administración más 
transparente. El Código de la Administración de Casti-
lla y León tiene elementos muy parecidos al Navarro 
relativos a los principios generales de la buena prácti-
ca administrativa; en ambos se recogen los principios 
de respeto de la dignidad de la persona, sometimien-
to pleno de la actividad administrativa al Derecho, no 
discriminación, transparencia de la actividad adminis-
trativa o imparcialidad e independencia.

Pero más allá de los elementos comunes que pue-
dan presentar los diferentes programas, lo más desta-
cable es que los responsables de tomar las decisiones 
y de elaborar las políticas cuentan con una informa-
ción analizada y fiable sobre aquellos temas que de-
mandan, que permite facilitar la toma de decisiones 
ya que esta información les deja conocer cómo se han 
desarrollado iniciativas similares. Además el acceso a 
la información ordenada y analizada supone un aho-
rro de tiempo importante para los que desarrollan las 
políticas y programas porque disponen de informa-
ción precisa.

4.- Conclusión

Lo que se pretendía conocer a través de este trabajo 
es si el CBA es un elemento de ayuda para la toma 
de decisiones en los diferentes centros directivos de 
la Junta de Castilla y León. Para ello el trabajo se ha 
centrado en el caso concreto de la Dirección General 
de la Función Pública. 

Concretamente se ha analizado: la información pro-
porcionada por el Centro de Buena Administración a 
la Dirección General de Función Pública, la relación 
entre la información suministrada y las políticas de-



32 
Boletín de Función Pública del INAP, nº 10, julio de 2012

 

sarrolladas por la Dirección General y la influencia de 
la información facilitada por el Centro de Buena Ad-
ministración en las políticas desarrolladas por la Di-
rección General de la Función Pública a través de los 
elementos comunes existentes en ambas.

A la vista del análisis se pueden revelar las siguientes 
conclusiones:

El Centro de Buena Administración ha aportado in-
formación de manera continua a la Dirección General 
de la Función Pública, como se constata en las más 
de 40 buenas prácticas recopiladas por la Antena de 
la Universidad de Salamanca en el último año; y que 
suponen el 20% de las buenas prácticas recopiladas 
por el Centro de Buena Administración.

Existe relación entre la información facilitada por el 
CBA y las políticas desarrolladas por la Dirección Ge-
neral. El Centro de Buena Administración ha incluido 
en la base de datos prácticas relacionadas con el te-
letrabajo, ética pública y códigos éticos, y evaluación 

del desempeño. Estos temas corresponden a las gran-
des políticas desarrolladas por la Dirección General 
de la Función Pública en el último año.

Existe cierto grado de influencia entre la informa-
ción provista por el Centro de Buena Administración 
y las políticas implementadas por la Dirección Gene-
ral. Se ha observado que existen elementos comunes 
en la información aportada por el CBA y las políticas 
adoptadas por la Dirección General tanto en el caso 
del teletrabajo como en el Código Ético desarrollado 
por la misma.

Tras comprobar los puntos anteriores se puede con-
cluir que el CBA aporta a los centros directivos infor-
mación relacionada con las políticas que desarrollan 
y esta información tiene influencia en la implemen-
tación y configuración de las mismas. Por tanto, el 
Centro de Buena Administración de la Junta de Cas-
tilla y León es un instrumento de ayuda a la toma de 
decisiones
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reseña  

Congreso Internacional del EIPA 
“Ciudades de excelencia en el Sector 
Público: a la vanguardia en innova-
ción, nuevas prácticas y fórmulas”
Equipo de Redacción del Boletín de Función Pública del INAP 

Los pasados 4 y 5 de junio se celebró en 
Bilbao el Congreso Internacional “Ciuda-
des de excelencia en el Sector Público: a 
la vanguardia en innovación, nuevas prác-
ticas y fórmulas”.

Dicho congreso estaba convocado por el 
“European Institute of Public Administra-
tion” (en adelante, EIPA) y el Ayuntamien-
to de Bilbao, representados respectiva-
mente, por la Directora de la EIPA, Marga 
Pröhl, y el Alcalde de Bilbao, Iñaki Azkuna.

Precisamente Bilbao ha acogido este evento, no 
sólo por sus magníficas condiciones como ciudad de 
congresos, sino también por haber sido galardonada, 
como ciudad, con un primer premio de los “European 
Public Sector Awards” (en adelante, EPSA) el pasado 
mes de noviembre.

Hasta hoy, más de 800 organizaciones públicas euro-
peas se han registrado en la base de datos de EPSA, se 
han presentado a estos premios 574 proyectos de 36 
países e instituciones europeas. Estas cifras nos dan 
una idea del papel de liderazgo que ejercen tanto EIPA 
como Instituto, como EPSA en cuanto proceso selecti-
vo de excelencia, en el progreso del sector público eu-
ropeo y del papel tan crucial que, en su apoyo, tienen 
las Escuelas de Administración Pública de los países 
europeos, como, el INAP de España.

El programa se distribuyó en dos días de trabajo en 
los que se expusieron con detalle dos temas princi-
palmente:

• Retos e innovación en la vanguardia del ejercicio 
público. El enfoque local.

• Ciudades de excelencia en el sector público.

Los ponentes eran representantes de ciudades y or-
ganismos relacionados con algunos de los proyectos 
de excelencia europeos que habían recibido premio o 
habían resultado nominados: Bilbao, Barcelona, Flo-
rencia, Milán, Mannheim, Birmingham, Viena, Tam-
pere, Tallín, Fundación Metrópoli, etc., así como ex-
pertos en cada uno de los tres temas de los Premios 
designados como evaluadores de esos proyectos en 
el proceso selectivo venidos de diferentes partes de 
Europa (Portugal, Reino Unido, Noruega…). 

El objetivo de este encuentro era reunir dos vertien-
tes, la académica y la práctica, para potenciar el efec-
to de aprendizaje de las mejores prácticas y maximizar 
las oportunidades de implementar lo aprendido por 
toda Europa en un futuro “inteligente” y de progreso.

Como idea previa, se hizo especial hincapié en la ne-
cesidad de impulsar un liderazgo creativo para trans-
formar la misión presente de una ciudad (o una orga-
nización) en visión (misión futura) de lo que la ciudad 
quiere ser y quiere hacer.

Como conclusión de lo que debe hacerse antes de 
plantear un cambio en una ciudad (o una organiza-
ción) desde un liderazgo creativo, se destacó la im-

A principios de junio, la ciudad de Bilbao acogió el Congreso Internacional 
“Ciudades de excelencia en el Sector Público: a la vanguardia en innovación, 
nuevas prácticas y fórmulas”, en el que el EIPA (European Institute of Public 
Administration) reunió como ponentes a los representantes de algunos de 
los organismos y ciudades con proyectos de excelencia europeos que premió 
o nominó en la edición 2011 de los Premios EPSA, así como a algunos de 
sus evaluadores. El objetivo fue dar a conocer, de manera académica, pero 
también práctica, los logros alcanzados por los proyectos presentados, con el 
fin de compartir un catálogo de iniciativas que ayuden a alcanzar el nivel de 
excelencia exigido por los ciudadanos a sus Administraciones Públicas.
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portancia de:

• Establecer un proceso de cambio estratégico co-
herente.

• Equilibrar la continuidad, la innovación y la 
transformación.

• Integrar la creatividad e innovación en un marco 
de liderazgo colectivo.

• Integrar procesos estratégicos, políticos y de in-
novación.

De todo el desarrollo del congreso, se pueden sacar 
una serie de ideas clave:

• El diseño y gerencia de las ciudades son esencia-
les para la calidad de vida, la cohesión social, así 
como la atracción y retención del talento.

• Cualquier cambio estratégico exige un método y 
que el equipo confíe en ese cambio.

• ¿Quién debe prestar los servicios? ¿El Estado, el 
tercer sector, las comunidades directamente o 
una combinación entre todas las anteriores op-
ciones?

• ¿Qué tipo de prestación es la óptima? ¿A qué 
nivel de exigencia debe ser prestado el servicio?

Como dijo la evaluadora portuguesa Mariana Abran-
tes, la buena gestión empieza en las ciudades donde 
vivimos. El gran reto actual es cumplir las crecientes 
expectativas ciudadanas ante crecientes restriccio-
nes.

Mantener el modelo social europeo para futuras ge-

neraciones exige ahora una mayor cota de responsa-
bilidad individual e institucional, para restablecer la 
confianza entre los ciudadanos y entre las Adminis-
traciones Públicas europeas.

así, desde EIPA, como organizador tanto de los Pre-
mios EPSA como del congreso, se anunció la próxi-
ma elaboración y futura publicación de un “estudio 
comparativo” de las mejores prácticas en el entorno 
europeo, que constituirán una red infranqueable de 
excelencia que se irá extendiendo, en lugar de subsis-
tir “islas de excelencia” en esta materia.

Este catálogo de iniciativas servirá para comparar e 
intercambiar enfoques, haciendo especial hincapié 
en aspectos éticos, contables, de legitimidad. S e 
tratará de identificar tendencias, evaluarlas y deter-
minar cuál es el nivel de excelencia que se puede al-
canzar.

En principio, esta red se compondrá de 7 u 8 ciuda-
des (Bilbao, Birmingham, Trondheim, Tallín, Tampere, 
Mannheim, Milán), que voluntariamente han acepta-
do el reto, a las que se podrán unir otras cuyos logros 
deben contar con la evaluación correspondiente. 

La publicación de la EIPA estará disponible en abril 
del 2013, pero antes se convocarán los Premios EPSA 
2013, cuyo plazo de presentación de candidaturas 
será entre enero y marzo de 2013.

El próximo mes de septiembre el “Steering Commit-
tee” de EPSA elegirá los temas sobre los que pivotará 
la convocatoria, que probablemente tendrá un mar-
cado enfoque social, como exigen las actuales cir-
cunstancias por las que atraviesa Europa.
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Como complemento del artículo precedente, recogemos a continuación algunas direcciones web que muestran al lector cómo se 
están introduciendo las buenas prácticas en las organizaciones públicas:

•	 Centro de Buena Administración de la Junta de Castilla y León: http://www.eclap.jcyl.es/web/jcyl/ECLAP/es/
Plantilla66y33/1259396288668/_/_/_

•	 Banco de buenas prácticas de la Junta de Andalucía: http://www.juntadeandalucia.es/haciendayadministracionpublica/omsp/
FrontServicio.do?operation=showItem&serviceId=9&areaId=3

•	 Código de buenas prácticas administrativas del Gobierno de Navarra: http://www.navarra.es/home_es/Gobierno+de+Navarra/
Organigrama/Los+departamentos/Presidencia+justicia+e+interior/Organigrama/Estructura+Organica/INAP/Publicaciones/
Evaluacion+y+calidad/Codigo+de+buenas+practicas.htm

•	 Banco de buenas prácticas de proyectos de cultura y desarrollo de la Agencia Española de Cooperación Internacional para 
el Desarrollo (AECID): http://www.aecid.es/es/que-hacemos/cultura-ciencia/banco/

•	 Banco de buenas prácticas del Ayuntamiento de Burgos: http://www.aytoburgos.es/participacion-ciudadana/participacion-
en-burgos/banco-de-buenas-practicas

•	 Banco de buenas prácticas de Derechos Civiles del Observatorio de Derechos Humanos en la Ciudad del Ajuntament de 
Barcelona: http://w3.bcn.cat/dretscivils/0,4022,259064949_888248495_2,00.html

•	 Banco de buenas prácticas del Observatori Municipal de Palma: http://www.observatoripalma.org/practicas/index.es.html
•	 Banco de buenas prácticas del Programa Regional de Integración de Sistemas y Modernización de Ayuntamientos (PRISMA) 

de la Región de Murcia: http://prisma.regmurcia.com/servlet/prisma.servlets.ServletLink?METHOD=LSTTIPOSBANCOS&se
rv=FormacionesOnline

•	 Banco de buenas prácticas para la prevención de la violencia de género del Observatorio de la Violencia: http://www.
observatorioviolencia.org/bbpp.php

•	 Portal del Sistema Regional de Información sobre Buenas Prácticas de Gestión Pública en América Latina y El Caribe (SIPAL):
http://www.sipalonline.org/

•	 Banco de buenas prácticas del grupo “Responsabilidad Social Corporativa” de Chile: http://www.rsc-chile.cl/banco-de-
buenas-practicas

http://www.eclap.jcyl.es/web/jcyl/ECLAP/es/Plantilla66y33/1259396288668/_/_/_
http://www.eclap.jcyl.es/web/jcyl/ECLAP/es/Plantilla66y33/1259396288668/_/_/_
http://www.juntadeandalucia.es/haciendayadministracionpublica/omsp/FrontServicio.do?operation=showItem&serviceId=9&areaId=3
http://www.juntadeandalucia.es/haciendayadministracionpublica/omsp/FrontServicio.do?operation=showItem&serviceId=9&areaId=3
http://www.navarra.es/home_es/Gobierno+de+Navarra/Organigrama/Los+departamentos/Presidencia+justicia+e+interior/Organigrama/Estructura+Organica/INAP/Publicaciones/Evaluacion+y+calidad/Codigo+de+buenas+practicas.htm
http://www.navarra.es/home_es/Gobierno+de+Navarra/Organigrama/Los+departamentos/Presidencia+justicia+e+interior/Organigrama/Estructura+Organica/INAP/Publicaciones/Evaluacion+y+calidad/Codigo+de+buenas+practicas.htm
http://www.navarra.es/home_es/Gobierno+de+Navarra/Organigrama/Los+departamentos/Presidencia+justicia+e+interior/Organigrama/Estructura+Organica/INAP/Publicaciones/Evaluacion+y+calidad/Codigo+de+buenas+practicas.htm
http://www.aecid.es/es/que-hacemos/cultura-ciencia/banco/
http://www.aytoburgos.es/participacion-ciudadana/participacion-en-burgos/banco-de-buenas-practicas
http://www.aytoburgos.es/participacion-ciudadana/participacion-en-burgos/banco-de-buenas-practicas
http://w3.bcn.cat/dretscivils/0,4022,259064949_888248495_2,00.html
http://www.observatoripalma.org/practicas/index.es.html
http://prisma.regmurcia.com/servlet/prisma.servlets.ServletLink?METHOD=LSTTIPOSBANCOS&serv=FormacionesOnline
http://prisma.regmurcia.com/servlet/prisma.servlets.ServletLink?METHOD=LSTTIPOSBANCOS&serv=FormacionesOnline
http://www.observatorioviolencia.org/bbpp.php
http://www.observatorioviolencia.org/bbpp.php
http://www.sipalonline.org/
http://www.rsc-chile.cl/banco-de-buenas-practicas
http://www.rsc-chile.cl/banco-de-buenas-practicas
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Del Tribunal Supremo
Sala de lo Contencioso-Administrativo. Es-
tabilidad presupuestaria, sostenibilidad Fi-
nanciera y reducción de retribuciones de 
los empleados públicos 

Juan Francisco Pérez Gálvez
Catedrático de Derecho Administrativo

Universidad de Almería

IDENTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN JUDICIAL: 
Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sección 7ª) de 2 de marzo de 2012

1. ANTECEDENTES DE HECHO

El 10 de marzo de 2011, una funcionaria del Cuer-
po Superior de Auditores del Estado, destinada en el 
Tribunal de Cuentas, interpuso recurso contencioso-
administrativo contra la desestimación por silencio 
de sus recursos administrativos contra sus nóminas 
de los meses de junio, julio, agosto, septiembre y oc-
tubre de 2010, en las que se reflejaba de una manera 
singular e individualizada la reducción de sus retribu-
ciones impuestas por el Real Decreto-Ley 8/2010, de 
20 de mayo, por el que se adoptan medidas extraor-
dinarias para reducción del déficit público.

La pretensión fundamental es solicitar a la Sala 
que «[…] dicte en su día Auto por el que acuerde el 
planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad 
ante el Tribunal Constitucional de suerte que cuando 
por parte de éste se dicte sentencia declarando la in-
constitucionalidad del Real Decreto-Ley 8/2010, el ór-
gano jurisdiccional al que tengo el honor de dirigirme 
dicte a su vez sentencia por la que estime el presente 
recurso contencioso-administrativo, condenando a 
la Administración a la devolución de las cantidades 
indebidamente impagadas en las nóminas que se re-
curren, con los correspondientes intereses legales y 
moratorios hasta que se produzca el completo reinte-

gro al funcionario que suscribe.

Si la representación de la Administración realizare 
alguna alegación relativa a que esta cuestión no debe 
tramitarse a través de las peculiaridades propias de 
las cuestiones de personal, deberá ser condenada 
en costas, habida cuenta su evidente temeridad, por 
lo absurdo del argumento, cuya intención y falta de 
adecuación a la Ley y al sentido común trasluce una 
voluntad torticera, como ha quedado expuesto en el 
cuerpo de este escrito».

Para la demandante, la actuación que impugna 
«supone un acto de aplicación de una norma que 
quien suscribe considera contraria al ordenamiento 
jurídico por contravenir […] determinados preceptos 
constitucionales y normas con rango de Ley dictadas 
en desarrollo directo de los derechos fundamentales 
y libertades públicas y de los derechos de los ciuda-
danos, contemplados en el Capítulo II del Título I de 
la Constitución Española».

A su juicio:

- El Real Decreto-Ley vulnera, sin compensación 
alguna, el principio de la fuerza vinculante de los 
acuerdos negociados conforme al artículo 37.1 de 
la Constitución Española (en adelante CE), e infringe 
asimismo los preceptos correspondientes del Estatu-
to Básico del Empleado Público (en adelante EBEP).

- El Real Decreto-Ley infringe el principio de bue-
na fe negocial pues las circunstancias excepcionales 
a las que se refiere ya existían cuando, ocho meses 
atrás, se suscribió el acuerdo con el Gobierno el 29 
de septiembre de 2009, en el que se consagraba el 
principio del mantenimiento del poder adquisitivo de 
los funcionarios y preveía un incremento retributivo 
del 0,3% para 2010. Dicho acuerdo, dice la demanda, 
no generaba expectativas sino derechos subjetivos.

- El Real Decreto-Ley vulnera los principios de 
obligatoriedad y transparencia al incumplir lo pacta-
do y no dar publicidad ni oír a la otra parte negocia-
dora como prevé el artículo 38.10 del EBEP.

- Un Real Decreto-Ley no puede dejar sin efecto 
un derecho constitucional del que el EBEP es desa-

CRÓNICA DE LOS TRIBUNALES

DOCUMENTACION
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rrollo directo.

- Entiende que con el acuerdo se adquirieron de-
rechos consolidados por los funcionarios y, por tan-
to, la Administración habría debido proceder, prime-
ro, a su declaración de lesividad (art. 103 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común).

- El Real Decreto-Ley 8/2010 vulnera, también, 
el artículo 86 CE porque no aparece justificada la ex-
traordinaria y urgente necesidad que ha de concurrir 
para que el Gobierno pueda dictarlo. Además, este 
instrumento normativo no puede afectar a los dere-
chos y deberes regulados en el Título I de la Constitu-
ción y, sin embargo, el Real Decreto-Ley 8/2010 incide 
en el reconocido por el artículo 37.1 CE.

- También vulnera los artículos 134 CE y 133 a 135 
del Reglamento del Congreso de los Diputados. Lo ar-
gumenta la recurrente por el hecho objetivo de que la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2010 
había recogido los aspectos retributivos del acuerdo 
de 29 de septiembre de 2009 y el Real Decreto-Ley 
la modifica sin seguir los trámites precisos para ello.

- Entiende que el Real Decreto-Ley meritado, con 
la reducción del sueldo a los funcionarios, ha estable-
cido una carga tributaria y por tanto va contra el artí-
culo 134.7 CE que no permite hacerlo mediante la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado, de igual modo 
que no lo permite el artículo 31.3 CE, pues exige que 
se haga con arreglo a la Ley.

- Se infringen los artículos 35, 14, 31 y 33 CE, y se 
vulnera el principio de seguridad jurídica que implica 
los de seguridad económica y tributaria e impediría 
el cambio durante el ejercicio del régimen fiscal en 
impuestos de declaración anual.

Frente a esta densa argumentación, el Abogado 
del Estado entiende que el artículo 163 CE no permite 
el planteamiento de la cuestión de constitucionalidad 
como un derecho o fuente de legitimación de los par-
ticulares para promover la impugnación ante el Tri-
bunal Constitucional de una norma con rango de Ley. 

También señala que el Tribunal Constitucional, por 
Auto de 7 de junio de 2011, inadmitió la cuestión de 
constitucionalidad que sobre este Real Decreto-Ley 
le había elevado la Sala de lo Social de la Audiencia 
Nacional y que la Sentencia de su Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo de 22 de junio de 2011, que lo 
transcribe, desestimó un recurso interpuesto contra 
la disminución de retribuciones derivada del Real De-
creto-Ley 8/2010.

2. DOCTRINA DEL TRIBUNAL Y FALLO

2.1. Admisión del recurso

El Tribunal Supremo admite el recurso al enten-
der que la recurrente ha impugnado una actuación 
administrativa que aplica directamente la disposición 
general cuestionada susceptible de recurso conten-
cioso-administrativo, a saber, la reducción que han 
experimentado sus retribuciones.

El juicio de legalidad de esas nóminas no se puede 
separar de la conformidad al ordenamiento jurídico 
del Real Decreto-Ley cuestionado, de manera que, si 
la Sala hubiese tenido dudas sobre su adecuación a 
la Constitución, debería haber atendido la única peti-
ción de la actora.

La doctrina del Tribunal Constitucional sobre este 
Real Decreto-Ley conduce al Tribunal Supremo a no 
dudar de la constitucionalidad del mismo.

2.2. Enumeración de los fundamentos abordados

El Tribunal Supremo dictamina que concurre el 
presupuesto de extraordinaria y urgente necesidad 
exigido por el artículo 86.1 CE, que no hay afectación 
alguna respecto al derecho a la negociación colectiva, 
que no se vulnera la reserva de ley y, por tanto, exclu-
ye la vulneración del art. 31.1 CE y tampoco la aprecia 
respecto de los arts. 14 y 33 CE.

El Tribunal Supremo entiende que en virtud de los 
argumentos relatados no hay infracción de la seguri-
dad jurídica pues la demanda lo esgrime en relación 
con el carácter de derechos consolidados, ni tampoco 
se afecta la seguridad económica, ni la seguridad tri-
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Una funcionaria del Cuerpo Superior de Auditores del 
Estado [...] interpuso recurso contencioso-administrativo 
contra la desestimación por silencio de sus recursos 
administrativos contra sus nóminas […] (reducidas) por 
el Real Decreto-Ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que 
se adoptan medidas extraordinarias para reducción del 
déficit público
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butaria, en virtud de la naturaleza de la medida adop-
tada.

Con base en estos fundamentos, el Alto Tribunal 
desestima el recurso contencioso-administrativo, in-
terpuesto contra la desestimación por silencio por el 
Pleno del Tribunal de Cuentas en sus recursos admi-
nistrativos contra las nóminas de la demandante de 
los meses de junio, julio, agosto, septiembre y octu-
bre de 2010, sin que proceda la imposición de costas.

3. ANÁLISIS Y VALORACIÓN DE LA SENTENCIA

3.1. El contexto económico: el Real Decreto-Ley 
8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan me-
didas extraordinarias para la reducción del déficit 
público y la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera

El Real Decreto-Ley 8/2010, de 20 de mayo, y la 
Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad financiera determi-
nan las obligaciones de las Administraciones públicas 
para hacer frente a una situación sin precedentes. No 
sólo hay un límite máximo de déficit, sino también un 
crecimiento limitado del gasto público y un objetivo 
de deuda que requiere de modo taxativo la Unión Eu-
ropea. Todo ello acompañado de un detallado meca-
nismo sancionador en caso de incumplimiento.

Todas las Administraciones, y en particular las Co-
munidades Autónomas, han visto reducirse sus ingre-
sos de forma notoria. Esta situación se ha agravado, 
además, por las restricciones para la obtención de re-
cursos en los mercados financieros. 

La situación es grave y todos debemos contribuir 
al restablecimiento de un contexto económico que 
permita hacer frente a los retos de una sociedad y 
un país, que en muy poco tiempo ha pasado a una 
posición internacional, y en el contexto interior, com-
prometida.

Las medidas adoptadas en materia de personal 
se pueden sintetizar del siguiente modo: aumento de 
la jornada laboral, modificación de las vacaciones y 
permisos, disminución de las retribuciones de los em-
pleados públicos.

3.2. Status quaestionis: régimen y naturaleza jurí-
dica del estatuto de los funcionarios públicos

La Constitución Española, en su art. 103.3, es-
tablece que «La ley regulará el estatuto de los fun-
cionarios públicos, el acceso a la función pública de 
acuerdo con los principios de mérito y capacidad, las 
peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindica-
ción, el sistema de incompatibilidades y las garantías 
para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones». 
En virtud de la distribución competencial, y del conte-
nido del art. 149.1.18 CE, el Estado tiene atribuida la 
competencia exclusiva para el establecimiento de las 
bases del régimen estatutario de los funcionarios pú-
blicos y, por tanto, le corresponde regular lo relativo a 
la carrera administrativa y a las retribuciones.

La naturaleza jurídica de los derechos de los em-
pleados públicos ha sido determinada por la jurispru-
dencia en los siguientes términos:

- Sentencia del Tribunal Constitucional (en ade-
lante, STC) 99/1987: «El funcionario que ingresa al 
servicio de la Administración Pública se coloca en una 
situación objetiva, definida legal y reglamentariamen-
te y, por ello, modificable por uno u otro instrumento 
normativo de acuerdo con los principios de reserva 
de Ley y legalidad, sin que, consecuentemente, pue-
da exigir que la situación estatutaria quede congelada 
en los términos en que se hallaba regulada al tiempo 
de su ingreso, o que se mantenga la situación admi-
nistrativa que se está disfrutando […] porque ello se 
integra en las determinaciones unilaterales lícitas del 
legislador, al margen de la voluntad de quien entra al 
servicio de la Administración, quien, al hacerlo, acep-
ta el régimen que configura la relación estatutaria 
funcionarial».

- Sentencia del Tribunal Supremo (en adelante, 
STS) de 28 de septiembre de 2001: «[…]. Pero estas 
alegaciones no son estimables, en cuanto que no 
existe un derecho adquirido que permita a los funcio-
narios mantener indefinidamente inalterada su situa-
ción anterior, pues la condición estatutaria del fun-
cionario la sujeta a las variaciones que el Legislador o 
la Administración introduzca a través de normas con 
rango suficiente […]».

3.3. Concurrencia de extraordinaria y urgente ne-
cesidad

La STS de 2 de marzo de 2012 entiende que con-
curre el presupuesto de extraordinaria y urgente ne-
cesidad exigido por el artículo 86.1 CE diciendo que 
«[…] por lo que se refiere a las dudas del órgano ju-
dicial relativas al pretendido carácter no imprevisible 
o sobrevenido de la situación económica a la que el 
Real Decreto-Ley 8/2010 trata de dar respuesta, bas-
te señalar que, al margen de que nada impide, claro 
está, que una determinada situación extraordinaria 
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que se hubiera producido en el pasado pueda volver 
a presentarse, demandando de nuevo –incluso con 
mayor motivo– una respuesta urgente mediante las 
medidas que se aprecien como necesarias, como ha 
señalado este Tribunal en diversas ocasiones la va-
loración de la extraordinaria y urgente necesidad de 
una medida puede ser independiente de su imprevisi-
bilidad e, incluso, de que tenga su origen en la previa 
inactividad del propio Gobierno siempre que concu-
rra efectivamente la excepcionalidad de la situación, 
pues “lo que aquí debe importar no es tanto la causa 
de las circunstancias que justifican la legislación de 
urgencia cuanto el hecho de que tales circunstancias 
efectivamente concurran” (SSTC 11/2002, de 17 de 
enero, FJ 6; y 68/2007, de 28 de marzo, FJ 8, por to-
das), que es justamente lo que resulta acreditado en 
el presente caso.

En consecuencia, que la gravísima situación eco-
nómica en general y de las finanzas públicas en parti-
cular pudiera haberse previsto de alguna manera por 
la Unión Europea desde unos meses antes, o que el 
Gobierno pudiera haber adoptado ya medidas al res-
pecto cuando remitió a las Cortes los presupuestos 
generales del Estado para 2010, constituyen hipóte-
sis que, aún cuando fueren ciertas, no tienen por qué 
afectar a la constatación de la existencia unos meses 
más tarde de una situación de extraordinaria y urgen-
te necesidad que legitima la adopción de medidas ur-
gentes para hacer frente a la misma, como las conte-
nidas en el art. 1 del Real Decreto-Ley 8/2010.

En fin, cabe señalar que tampoco concurren ra-
zones para dudar de la existencia de la necesaria co-
nexión exigida por nuestra doctrina entre la situación 
de extraordinaria y urgente necesidad de reducción 
del déficit público definida y las medidas que el Real 
Decreto-Ley 8/2010 adopta para afrontarla, en par-
ticular la reducción de la masa salarial del sector pú-
blico en un 5 por 100 en términos anuales, máxime 
desde la perspectiva que nos otorga en estos momen-
tos el conocimiento de la evolución de la situación en 
España y en otros países de la Unión Europea, dado 
el tiempo transcurrido desde la aprobación del Real 
Decreto-Ley 8/2010».

3.4. No afecta al derecho a la negociación colec-
tiva

Los Autos del Tribunal Constitucional 85, 101-106, 
109-115 y 179 (todos de 2011) han excluido que las 
medidas adoptadas afecten en términos prohibidos 
al derecho a la negociación colectiva reconocidos en 
el art. 37 CE.

El Auto del Tribunal Constitucional (en adelante 
ATC) 115/2011 determina: «[…] del art. 37.1 CE no 
emana ni deriva la supuesta intangibilidad o inaltera-
bilidad del convenio colectivo frente a la norma legal, 
incluso aunque se trate de una norma sobrevenida 
[…] (puesto que) en virtud del principio de jerarquía 

normativa, es el convenio colectivo el que debe res-
petar y someterse no sólo a la ley formal, sin más ge-
néricamente, a las normas de mayor rango jerárquico 
y no al contrario». En consecuencia «los preceptos 
legales cuestionados no suponen una afectación en 
el sentido constitucional del término, del derecho a 
la negociación colectiva reconocido en el art. 37.1 
CE, en cuanto ni regulan el régimen general de dicho 
derecho, ni la intangibilidad del convenio colectivo se 
configura como uno de sus elementos esenciales, por 
lo que no han franqueado el límite material que al 
Decreto-ley impone el art. 86.1 CE de no afectar a los 
derechos, deberes y libertades del título I CE».

Por tanto, en virtud de este argumento, tampoco 
resulta aplicable a los pactos y acuerdos previstos en 
el EBEP, tal y como expresamente determinan los ATC 
179/2011 y 184/2011. En concreto, este último mani-
fiesta: «[…] aunque en la parte dispositiva del Auto de 
planteamiento de la cuestión no se alude a la supues-
ta infracción del art. 134 CE por el Real Decreto-Ley 
8/2010, de 20 de mayo, si lo hace en la fundamen-
tación del mismo, considerando el órgano judicial 
que la Ley de presupuestos no puede modificarse 
mediante decreto-ley porque el art. 134 CE exige que 
los presupuestos se aprueben mediante una ley ordi-
naria, que tiene la consideración en la doctrina cons-
titucional de “ley singular”. Pues bien, esta duda de 
constitucionalidad resulta, asimismo, notoriamente 
infundada, por la razones que ya indicamos en el ATC 
179/2011, FJ 8, al que ahora procede remitirse y en el 
que consideramos que la medida de reducción de la 
cuantía global de las retribuciones de los empleados 
públicos que introduce el art. 1 del Real Decreto-ley 
8/2010 modificando los preceptos correspondientes 
de la Ley 26/2009, de presupuestos generales del Es-
tado para 2010, no vulnera el art. 134 CE, pues no 
invade materia reservada a la ley de presupuestos ge-
nerales del Estado».

3.5. No vulnera la reserva de ley

El ATC 180/2011 excluye la vulneración del art. 
31.1 CE en los siguientes términos: «Entiende asi-
mismo el Juzgado proponente de la cuestión que la 
reducción de retribuciones impuesta por el Real De-
creto-ley 8/2010 vulnera la reserva de ley establecida 
en el art. 31 CE, porque la verdadera naturaleza de 
esta medida es la de una prestación patrimonial de 
carácter público, determinada con arreglo a la capa-
cidad económica de los funcionarios, de alcance pro-
gresivo, que supone en la práctica la creación de un 
impuesto encubierto (que tendría, además, un alcan-
ce casi confiscatorio, al incidir sobre derechos adqui-
ridos y gravar por segunda vez las rentas de trabajo 
del empleado público).

Esta duda de constitucionalidad del órgano ju-
dicial carece por completo de fundamento, puesto 
que, como acertadamente señala el Fiscal General 
del Estado, la reducción de retribuciones de los em-
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pleados públicos impuesta por el Real Decreto-ley 
8/2010 “no configura un tributo encubierto, por cuan-
to no establece un hecho imponible al que se anude 
una obligación de contribuir, de acuerdo con el deber 
constitucional de los ciudadanos de contribuir al sos-
tenimiento de los gastos públicos”, por lo que no cabe 
considerar que se haya producido lesión alguna de lo 
dispuesto en el art. 31 CE.

Obvio es que la reducción de retribuciones cues-
tionada es una medida dirigida a la contención de los 
gastos de personal que afecta a la partida de gastos 
del presupuesto de las distintas Administraciones pú-
blicas, no al presupuesto de ingresos, mientras que 
para los empleados públicos significa la percepción 
de retribuciones en cuantía inferior a la anteriormen-
te percibida, que nada tiene que ver con la obligación 
de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos 
mediante el pago de tributos configurados mediante 
ley (art. 31.3 CE) conforme a los principios estableci-
dos en el art. 31.1 CE, en contra de lo afirmado con 
argumentos sofísticos por el órgano judicial promotor 
de la presente cuestión».

3.6. No vulnera los arts. 14 y 33 CE. Los derechos 
adquiridos

El ATC 184/2011 determina que el Real Decreto-
Ley 8/2010 no supone infracción de los arts. 14 y 33 
CE, por cuanto: «[…] el Juzgado promotor de la pre-
sente cuestión entiende que la reducción de retri-
buciones de los empleados públicos impuesta por el 
Real Decreto-ley 8/2010 afecta al derecho reconocido 
en el art. 33 CE por cuanto considera que tiene ca-
rácter expropiatorio de un derecho adquirido como 
sería la percepción de una determinada cuantía del 
salario futuro. Reducción de retribuciones que seria, 
además, discriminatoria y contraria al art. 14 CE. Por 
ambas razones considera que resulta infringido el art. 
86.1 CE en cuanto prohíbe que los Decretos-leyes 
puedan afectar a derechos, deberes y libertades de 
los ciudadanos regulados en el título I CE. Pues bien, 
el Real Decreto-ley cuestionado no “afecta” a los de-
rechos reconocidos en los art. 14 y 33 CE, en el sen-
tido que a dicha expresión ha dado la doctrina cons-
titucional como límite material negativo del art. 86.1 
CE, ya que, como ha recordado muy recientemente 
el Tribunal en el citado ATC 179/2011, de 13 de di-
ciembre, FJ 8, indicando que lo que le está vedado al 
Decreto-ley es la regulación del régimen general de 
los derechos, deberes y libertades del título I CE o que 
vaya en contra del contenido o elementos esenciales 
de alguno de tales derechos».

Respecto a la afectación de un derecho adquiri-
do de los funcionarios y empleados públicos, la STC 
99/1987, de 11 de junio, FJ 6 a), precisa que: «re-
sulta inapropiado el intento de aplicar la controver-
tida teoría de los derechos adquiridos en el ámbito 
estatutario, toda vez que, en el campo de la relación 
funcionarial, el funcionario adquiere y tiene derechos 

subjetivos que la ley ha de respetar […]. Pero una cosa 
es o son esos derechos y otra la pretensión de que 
aparezcan como inmodificables en su contenido con-
creto».

Por ello, llega a afirmar el ATC 179/2011, FJ 7 c), 
que «la reducción de las retribuciones no devengadas 
de los empleados públicos, cuando concurra una si-
tuación de extraordinaria y urgente necesidad deriva-
da de una alteración sustancial en las circunstancias 
económicas, es una decisión que puede ser legítima-
mente adoptada mediante la figura del decreto-ley».

3.7. El principio de proporcionalidad

La vulneración del principio de proporcionalidad 
no ha sido objeto de tratamiento en la demanda y, 
por tanto, el Tribunal Supremo no hace consideración 
alguna sobre el particular. Sin embargo, considero 
que el tratamiento doctrinal de esta sentencia debe 
tenerlo presente.

3.7.1. Fundamentos constitucionales y jurispru-
denciales del principio de proporcionalidad

La doctrina (Vide José Ignacio LÓPEZ GONZÁLEZ, 
El principio general de proporcionalidad en derecho 
administrativo, Instituto García Oviedo, Sevilla, 1988, 
p. 76-89) ha señalado los fundamentos constituciona-
les del principio de proporcionalidad en la actividad 
administrativa, a saber:

- El principio de «favor libertatis» expresión del 
valor de la libertad y de la dignidad de la persona, 
como exigencia constitucional del principio de pro-
porcionalidad de la actividad administrativa.

- La justicia material –expresión del Estado de De-
recho– como exigencia constitucional del principio de 
proporcionalidad de la actividad de la Administración.

- La delimitación constitucional del comporta-
miento del sector público económico, según el prin-
cipio de proporcionalidad: necesaria adecuación de 
medios y fines.

- La misión constitucional de «servir con objetivi-
dad los intereses generales», justificadora del some-
timiento de la Administración al principio de propor-
cionalidad.

- El control jurisdiccional del sometimiento de la 
actuación administrativa a los fines que la justifican, 
lo que fundamenta un control de proporcionalidad.

- El principio de autonomía territorial que la Cons-
titución garantiza, lo que postula la utilización del 
principio de proporcionalidad en las relaciones inte-
radministrativas.
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El principio de proporcionalidad como un prin-
cipio general del derecho ha sido establecido, entre 
otras, por la STS de 16 de mayo de 1990 (Ar. 4167):

«Los principios generales del Derecho, esencia del 
Ordenamiento jurídico, son la atmósfera en la que se 
desarrolla la vida jurídica, el oxígeno que respiran las 
normas, lo que explica que tales principios informen 
las normas –artículo 1.4 del Título Preliminar del Có-
digo Civil– y que la Administración esté sometida no 
sólo a la ley sino también al Derecho –artículo 103.1 
de la Constitución–. Y es claro que si tales principios 
inspiran la norma habilitante que atribuye una potes-
tad a la Administración, esta potestad ha de actuarse 
conforme a las exigencias de los principios.

Uno de estos principios reiteradamente invocado 
por la jurisprudencia es el de proporcionalidad, que 
deriva claramente del artículo 106.1 de la Constitu-
ción que al dibujar el control jurisdiccional de la Ad-
ministración alude al sometimiento de la actuación 
administrativa a los fines que la justifican. Aunque en 
ocasiones este precepto se ha entendido como una 
alusión a la desviación de poder, su sentido es mucho 
más amplio y recoge la necesidad de una armonía en-
tre los medios utilizados y la finalidad perseguida. 

El principio de proporcionalidad, en lo que ahora 
importa, opera en dos tipos de supuestos:

a) Con carácter ordinario, en aquellos casos en los 
que el Ordenamiento jurídico admite la posibilidad 
de elegir uno entre varios medios utilizables.

b) Ya con carácter excepcional y en concesión con 
los principios de buena fe y equidad, en los supuestos 
en los que aun existiendo en principio un único me-
dio éste resulta a todas luces inadecuado y excesivo 
en relación con las características del caso contem-
plado».

3.7.2. Elementos que conforman este principio

El principio de proporcionalidad en su sentido 
amplio se compone de tres elementos o subprinci-
pios: a) el de la utilidad o adecuación; b) el de la ne-
cesidad o indispensabilidad; c) el de proporcionalidad 
stricto sensu.

Cada uno de estos elementos que lo integran re-
quiere un juicio o análisis en su concreta aplicación 
que implica un enjuiciamiento de la medida desde 
tres puntos de vista diferentes: la medida enjuiciada 
ha de ser idónea en relación con el fin, esto es, es 
preciso que al menos facilite o tienda a la consecu-
ción del objetivo propuesto (juicio de adecuación); 
en segundo lugar, la medida ha de ser necesaria, o la 
más moderada de entre todos los medios útiles, en el 
sentido de que no sólo ha de comprobarse si la acción 
se legitima por el fin en cuanto susceptible de alcan-
zarlo, sino que además es imprescindible porque no 
hay otra más suave o moderada a tal propósito (juicio 
de indispensabilidad); y, finalmente, proporcionada, 
esto es, ponderada o equilibrada por derivarse de ella 
más beneficios y ventajas que perjuicios sobre otros 
bienes o valores en conflicto, en particular sobre los 
derechos y libertades, es decir, es preciso que la me-
dida enjuiciada sea también razonablemente propor-
cionada en relación con el valor político y social que 
se busca con la finalidad perseguida (proporcionali-
dad stricto sensu).

Los tres elementos o subprincipios pueden ser 
cuestionados respecto a las medidas que generan 
una disminución de la masa salarial de los empleados 
públicos.

3.8. Final

La solución adoptada por el Tribunal Supremo en 
este caso concreto, con los antecedentes estableci-
dos por el Tribunal Constitucional, tiene consistencia 
jurídica. Que las circunstancias concurren y que des-
de el punto de vista formal se ha actuado con arreglo 
a derecho no admite discusión. 

Sin embargo, las causas de las circunstancias que 
justifican las medidas adoptadas, y las posibles alter-
nativas, sí son cuestionables y, a mi juicio, vulneran el 
principio de proporcionalidad. Todo ello acentúa un 
círculo vicioso que, desde el punto de vista económi-
co y social, genera un efecto perverso. A las eviden-
cias y pruebas constatables, me remito.

¿Dónde está el límite? ¿Cuántas disminuciones 
de retribuciones son admisibles? ¿Se ha efectuado 
un estudio riguroso de las medidas alternativas? La 
duda es razonable. Se vulnera el principio de propor-
cionalidad.

La solución adoptada por el Tribunal 
Supremo en este caso concreto, 
con los antecedentes establecidos 
por el Tribunal Constitucional, 
tiene consistencia jurídica. [...] 
Sin embargo, las causas de las 
circunstancias que justifican las 
medidas adoptadas, y las posibles 
alternativas, sí son cuestionables y, 
a mi juicio, vulneran el principio de 
proporcionalidad
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De la Audiencia Nacional

Sala de lo Contencioso-administrativo. La 
condena penal de inhabilitación especial y 
su incidencia en la relación funcionarial 

Juan Francisco Pérez Gálvez
Catedrático de Derecho Administrativo

Universidad de Almería

IDENTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN: Sentencia 
de la Audiencia Nacional (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sección 5ª) de 25 de enero de 2012

1. ANTECEDENTES DE HECHO

El demandante se vio incurso en un proceso pe-
nal en el que recayó Sentencia, el 19 de diciembre 
de 2008, de la Audiencia Provincial de Logroño. Esta 
sentencia, dictada de conformidad, lo condenó como 
autor penalmente responsable de un delito de falsifi-
cación de documento público, concurriendo circuns-
tancia atenuante, a «la pena de dos años de prisión, 
accesoria de privación del derecho de sufragio pasivo 
durante el tiempo de condena, multa de seis meses, 
con una cuota diaria de tres euros, con un día de pri-
vación de libertad por cada dos cuotas insatisfechas, 
conforme al artículo 53 del Código Penal y tres años 
de inhabilitación especial para todo cargo relaciona-
do con extranjería […]».

Declarada la firmeza de la sentencia, por Orden 
APU/315/2009, de 6 de febrero, se declara la pérdi-
da de la condición de funcionario del Cuerpo General 
Administrativo de la Administración General del Esta-
do del demandante.

Presentado recurso de reposición y, transcurrido 
el tiempo sin que se notificara resolución expresa del 
mismo, se procede a presentar recurso contencioso-
administrativo frente a la meritada Orden, ampliado 
posteriormente a la Resolución de 17 de marzo de 
2010, del Secretario General Técnico del Ministerio 
de la Presidencia, por delegación de la Ministra de la 
Presidencia, que declara inadmisible el indicado re-
curso de reposición.

El recurrente pretendía la anulación de los actos 
referidos y su reintegración al servicio activo en el 
Cuerpo General Administrativo con todos sus dere-
chos, entre ellos, los económicos, alegando, esencial-
mente, que «la pena de inhabilitación especial que se 

le impuso “para todo cargo relacionado con extran-
jería” no debe determinar la pérdida de la condición 
de funcionario del indicado Cuerpo, sino que ha de 
limitarse a la “pérdida de la Jefatura de negociado 
de la Oficina Única de Extranjeros que ostentaba a la 
sazón el recurrente”, habiéndose excedido la Admi-
nistración en el alcance de la inhabilitación a que fue 
condenado por la jurisdicción penal, como señaló el 
propio órgano judicial sentenciador en Auto de 24 de 
marzo de 2009 al decir que “no establece la sentencia 
la pena de inhabilitación especial para el empleo de 
funcionario del Cuerpo General Administrativo de la 
Administración General del Estado”, resaltando que 
se trató de una sentencia de conformidad».

Frente a ello, el Abogado del Estado mantiene la 
conformidad a derecho de las resoluciones impugna-
das sobre la base de los artículos 63.e) y 66 del Es-
tatuto Básico del Empleado Público, así como de la 
jurisprudencia existente sobre las consecuencias de 
la pena de inhabilitación especial en el ámbito funcio-
narial, a cuyo tenor operaría como condición resolu-
toria de la relación de servicios entre el funcionario y 
la Administración, sin que sea admisible la interpreta-
ción postulada por el actor de que la pérdida se limite 
al puesto de trabajo ocupado al consumar el delito.

2. DOCTRINA DEL TRIBUNAL Y FALLO

El grupo normativo regulador del supuesto se 
sustenta en las siguientes disposiciones y artículos, a 
saber:

- Código Penal, art. 39.b): «Son penas privativas 
de derechos: a) La inhabilitación absoluta. b) Las de 
inhabilitación especial para empleo o cargo público, 
profesión, oficio, industria o comercio, u otras acti-
vidades determinadas en este Código, o de los dere-
chos de patria potestad, tutela, guarda o curatela, de-
recho de sufragio pasivo o de cualquier otro derecho. 
c) La suspensión de empleo o cargo público. […]»; 
art. 42: «La pena de inhabilitación especial para em-
pleo o cargo público produce la privación definitiva 
del empleo o cargo sobre el que recayere, aunque sea 
electivo, y de los honores que le sean anejos. Produ-
ce, además, la incapacidad para obtener el mismo u 
otros análogos, durante el tiempo de la condena. En 
la sentencia habrán de especificarse los empleos, car-
gos y honores sobre los que recae la inhabilitación»; 
art. 45: «La inhabilitación especial para profesión, 
oficio, industria o comercio o cualquier otro derecho, 
que ha de concretarse expresa y motivadamente en 
la sentencia, priva al penado de la facultad de ejercer-
los durante el tiempo de la condena»; art. 56: «1. En 
las penas de prisión inferiores a diez años, los jueces 
o tribunales impondrán, atendiendo a la gravedad del 
delito, como penas accesorias, alguna o algunas de 
las siguientes: 1º. Suspensión de empleo o cargo pú-
blico. 2º. Inhabilitación especial para el derecho de 
sufragio pasivo durante el tiempo de la condena. 3º. 
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Inhabilitación especial para empleo o cargo público, 
profesión, oficio, industria o comercio o cualquier otro 
derecho, si estos hubieran tenido relación directa con 
el delito cometido, debiendo determinarse expresa-
mente en la sentencia 
esta vinculación, sin 
perjuicio de la aplica-
ción de lo previsto en 
el artículo 579 de este 
Código. 2. Lo previsto 
en este artículo se en-
tiende sin perjuicio de 
la aplicación de lo dis-
puesto en otros pre-
ceptos de este Código 
respecto de la imposi-
ción de estas penas».

- Estatuto Básico 
del Empleado Público, 
art. 56.d): «Requisitos 
generales. 1. Para po-
der participar en los 
procesos selectivos 
será necesario reunir 
los siguientes requisi-
tos: […]. d) No haber 
sido separado mediante expediente disciplinario del 
servicio de cualquiera de las Administraciones Públi-
cas o de los órganos constitucionales o estatutarios de 
las Comunidades Autónomas, ni hallarse en inhabili-
tación absoluta o especial para empleos o cargos pú-
blicos por resolución judicial, para el acceso al cuerpo 
o escala de funcionario, o para ejercer funciones simi-
lares a las que desempeñaban en el caso del personal 
laboral, en el que hubiese sido separado o inhabilita-
do. En el caso de ser nacional de otro Estado, no ha-
llarse inhabilitado o en situación equivalente 
ni haber sido sometido a sanción disciplina-
ria o equivalente que impida, en su Estado, 
en los mismos términos el acceso al empleo 
público»; art. 63.e): «Causas de pérdida de la 
condición de funcionario de carrera. Son cau-
sas de pérdida de la condición de funcionario 
de carrera: […]. e) La pena principal o acceso-
ria de inhabilitación absoluta o especial para 
cargo público que tuviere carácter firme»; y 
art. 66, párrafo segundo: «Pena principal o 
accesoria de inhabilitación absoluta o espe-
cial para cargo público. […]. La pena principal 
o accesoria de inhabilitación especial cuando 
hubiere adquirido firmeza la sentencia que la 
imponga produce la pérdida de la condición 
de funcionario respecto de aquellos empleos 
o cargos especificados en la sentencia».

La Sentencia de la Audiencia Nacional —en ade-
lante SAN— de 25 de enero de 2012 (Ar. 80) procede 
a la estimación parcial del recurso contencioso-admi-
nistrativo interpuesto, contra la desestimación pre-
sunta, por silencio administrativo, del recurso de re-

posición deducido contra la Orden APU/135/2009, de 
6 de febrero, y contra la Resolución de 17 de marzo de 
2010, que declara inadmisible el indicado recurso de 
reposición, lo anula por ser contrario al ordenamiento 

jurídico, al entender que «la pérdida de 
la condición de funcionario se enmar-
que en la ejecución de la pena de inha-
bilitación especial, como erróneamente 
se reseña en la Orden APU/315/2009, 
cuando acuerda “dar cumplimiento a 
la Sentencia dictada por la Audiencia 
Provincial” y en la Resolución de 17 de 
marzo de 2010, que declara inadmisible 
el recurso de reposición deducido con-
tra la anterior, remitiendo a la ejecución 
penal, razón por la cual esta Resolución 
es disconforme a derecho y ha de ser 
anulada […]», manteniendo la confor-
midad a derecho de la declaración de la 
pérdida de la condición de funcionario 
del Cuerpo General Administrativo de 
la Administración General del Estado y 
procediendo a desvirtuar en los Funda-
mentos de Derecho las alegaciones del 
recurrente, relativas a la interpretación 
restrictiva del alcance de la pena de in-
habilitación especial o a la vinculación 
a los actos propios, esta última en rela-

ción con la conformidad manifestada en la vía penal.

3. ANÁLISIS Y VALORACIÓN DE LA SENTENCIA

El grupo normativo regulador que determina la 
resolución adoptada pone de manifiesto que ante 
sentencias firmes de la jurisdicción penal se pueden 
imponer como pena principal o accesoria la inhabili-
tación absoluta o la pena de inhabilitación especial, 

que produce la pérdi-
da de la condición de 
funcionario respecto 
de aquellos empleos 
o cargos especificados 
en la sentencia (art. 66 
EBEP). A diferencia de 
lo que sucede con la 
separación del servi-
cio, en este supuesto 
sí es posible la rehabi-
litación del funcionario 
(art. 68.2 EBEP): «Los 
órganos de gobierno 
de las Administracio-
nes Públicas podrán 
conceder, con carácter 
excepcional, la rehabi-
litación, a petición del 

interesado, de quien hubiera perdido la condición 
de funcionario por haber sido condenado a la pena 
principal o accesoria de inhabilitación, atendiendo 
a las circunstancias y entidad del delito cometido. Si 
transcurrido el plazo para dictar la resolución, no se 

in
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hubiera producido de forma expresa, se entenderá 
desestimada la solicitud».

El EBEP, en este apartado, sigue la estela de las 
disposiciones que le precedieron, y así lo pone de 
manifiesto el informe de la Comisión para el estudio 
y preparación del Estatuto Básico del Empleado Pú-
blico, p. 125: «Por lo que se refiere a los funcionarios 
públicos, la Comisión considera razonable mantener 
en términos generales, la regulación de las causas de 
extinción de la relación de servicios actual en vigor, 
pues no se aprecian razones suficientes para modifi-
carla, salvo en aspectos secundarios».

Por todo ello, la naturale-
za y el alcance de la resolución 
penal sobre la relación funcio-
narial se plantea en términos 
idénticos a los consolidados por 
la jurisprudencia (Sentencia del 
Tribunal Supremo —en adelan-
te STS— de 22 de octubre de 
2002, Ar. 10129): «[…]. Los ra-
zonamientos que se mantienen 
en la sentencia recurrida son 
totalmente admisibles y son re-
chazables los motivos alegados 
porque la cuestión planteada 
ha sido abordada y resuelta 
por un reiterada jurisprudencia 
de esta Sala […] a cuyo tenor la 
pérdida de la condición de fun-
cionario como consecuencia 
de la imposición de una pena 
de inhabilitación no constitu-
ye ni una sanción disciplinaria 
ni la ejecución por la Adminis-
tración de los efectos adminis-
trativos de una condena penal, sino simplemente la 
aplicación del art. 37.1.d) del Texto Articulado de la 
Ley de Funcionarios Civiles del Estado, aprobado por 
Decreto 315/1964, de 7 de febrero, que viene a dis-
poner que la condición de funcionario se pierde como 
consecuencia de la condena a una pena principal o 
accesoria, de inhabilitación absoluta o especial para 
cargo público, lo que es coherente con el requisito de 
aptitud para el acceso a la función pública exigido en 
el art. 30.1.e) de aquella Ley estatal consistente en 
no hallarse inhabilitado para el ejercicio de funciones 
públicas, de modo que, apoyándonos en la sentencia 
de esta Sala de 9 de mayo de 1991, la pena de inhabi-
litación especial actúa, respecto de la subsistencia de 
la relación funcionarial, a modo de condición resolu-
toria que opera automáticamente tan pronto como 
se produce el hecho determinante previsto en la Ley, 
que es la imposición de la sanción penal, insistiendo 
dicha sentencia de esta Sala en que la resolución im-
pugnada en la instancia no tiene carácter sanciona-
dor, sino que responde al ejercicio de las facultades 
administrativas en materia de personal y concreta-
mente de las relativas a la regulación estatutaria de 

la relación funcionarial, al constituir la pérdida de la 
condición de funcionario, decretada por la resolución 
administrativa de referencia, simple aplicación del 
mencionado precepto de la Ley de Funcionarios, de 
conformidad, además, con el alcance que a la pena 
de inhabilitación especial atribuía el art. 36 del Có-
digo Penal, según el cual se produce como efecto la 
privación del cargo o empleo sobre el que recayere y 
la incapacidad para obtener otros análogos […]».

Descartado que la pérdida de la condición de fun-
cionario constituya un acto de ejecución de la pena, 
hay que situarse en la relación estatutaria con la Ad-
ministración, y por tanto serán las disposiciones ad-

ministrativas del grupo normativo 
regulador y la jurisdicción con-
tencioso-administrativa las que 
determinen el modo correcto de 
proceder.

Como han declarado las SSTS 
de 29 de junio de 2004 (Ar. 1044) 
y de 23 de noviembre de 2007 
(Ar. 1110), y reitera la de 13 de 
febrero de 2006 (Ar. 4425): «la 
pena de inhabilitación especial 
actúa, respecto de la subsisten-
cia de la relación funcionarial, a 
modo de condición resolutoria 
que opera automáticamente tan 
pronto como se produce el hecho 
determinante previsto en la Ley, 
que es la imposición de la sanción 
penal», es decir «la pérdida de la 
condición de funcionario se pro-
duce por el solo hecho de haber 
recaído la condena a la pena de la 
inhabilitación especial, y según el 

propio tenor del precepto esa consecuencia se pro-
duce en todo caso, con independencia de cual sea 
la duración y el alcance efectivo de esa condena im-
puesta por la jurisdicción penal», sin que las normas 
sobre función pública confieran «ningún margen de 
apreciación en cuanto a la oportunidad o proceden-
cia de la medida en atención a las circunstancias del 
caso, debiendo por tanto limitarse la Administración 
a constatar que la sentencia penal condenatoria es 
firme y que la inhabilitación especial impuesta en vía 
penal se refiere al ejercicio de funciones correspon-
dientes al puesto de trabajo o empleo relacionado 
con la condición de funcionario de cuya pérdida se 
trata» (STS de 10 de abril de 2006, Ar. 1841), que es lo 
que ha ocurrido en el supuesto de autos.

De este modo llega a afirmar la SAN de 25 de ene-
ro de 2012, Fundamento de Derecho —en adelante 
FD— Tercero: «Por consiguiente, lo importante es la 
condena a la inhabilitación que, si es absoluta, con-
lleva la pérdida de todas las clases de cualidades de 
funcionario que se ostenten, mientras que, si es espe-
cial, sólo la de la relacionada con el delito cometido, 
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por eso el actor ha sido privado de su condición de 
funcionario del Cuerpo General Administrativo de la 
Administración General del Estado, pero no de la del 
Cuerpo General Auxiliar, que sigue ostentando y que, 
además, le ha permitido, mediante el reingreso, se-
guir prestando servicios a dicha Administración —así 
lo reconoce el propio actor y se consigna en la Reso-
lución de 17 de marzo de 2010—».

Es acertado mantener que la concreción a que 
hace referencia el art. 42 del Código Penal —en ade-
lante CP—, y la pérdida consiguiente, en las condenas 
de inhabilitación especial debe producirse respecto 
del cuerpo en el que se desempeñaban las funciones 
que se encuentran conectadas a la comisión del de-
lito, no en otros Cuerpos de los que también pueda 
formar parte el empleado público.

Por eso afirma la sentencia que comento: «en 
consecuencia, aunque no es conforme a derecho 
considerar que la pérdida de la condición de funcio-
nario constituye un trámite de ejecución de la Sen-
tencia penal que condenó a la pena de inhabilitación 
especial, sí se adecua al ordenamiento jurídico aque-
lla pérdida, como consecuencia del reflejo que tiene 
la referida pena en la relación de servicio que une al 
interesado con la Administración, en aplicación de las 
normas estatutarias que rigen dicha relación de ser-
vicio».

También resulta relevante establecer las diferen-
cias existentes entre los supuestos contemplados en 
los arts. 42 y 45 del CP. La STS de 15 de noviembre 
de 2011, Ar. 2218, FD Sexto, lo explica con bastante 
nitidez: «El argumento central del recurrente en este 
segundo motivo de casación se centra en que la Sen-
tencia penal impuso al recurrente la sanción de inha-
bilitación especial del artículo 45 del Código Penal, y 
no la del artículo 42 de dicha norma, por lo que no 
procede la pérdida de la condición de funcionario. Así 
debemos examinar las diferencias existentes entre las 
penas de inhabilitación de los artículos 42 y 45 del Có-
digo Penal y la consideración que de las mismas ha de 
efectuarse para determinar el alcance que tiene que 
darse al artículo 66 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, 
del Estatuto Básico del Empleado Público.

El artículo 42 del Código Penal establece “la pena 
de inhabilitación especial para empleo o cargo públi-
co produce la privación definitiva del empleo o cargo 
sobre el que recayere, aunque sea electivo, y de los 
honores que le sean anejos”, mientras que el artícu-
lo 45 de dicho Código dispone que “la inhabilitación 
especial para profesión, oficio, industria o comercio o 
cualquier otro derecho, que ha de concretarse expre-
sa y motivadamente en la sentencia, priva al penado 
de la facultad de ejercerlos durante el tiempo de la 
condena”.

En el Antecedente de Hecho Segundo de la Sen-
tencia nº 301 de fecha 10 de diciembre de 2007, dic-

tada por el Juzgado de lo Penal nº 3 de Gijón, consta 
que el Fiscal pidió la “inhabilitación especial para el 
ejercicio de su profesión por tiempo de tres años” y 
la acusación particular mostró su conformidad con la 
solicitud de penas efectuadas por el Ministerio Fiscal.

El Fundamento de Derecho Tercero de la citada 
sentencia indique que “El art. 192 establece además 
en su apartado segundo que el Juez o Tribunal podrá 
imponer razonadamente, además, la pena de inhabi-

litación especial para el ejercicio de los derechos de 
la patria potestad, tutela, curatela, guarda, empleo o 
cargo público o ejercicio de la profesión u oficio, por el 
tiempo de seis meses a seis años. En el caso de autos 
ha sido acreditado que el delito cometido por el acu-
sado lo fue en su condición de profesor de guitarra y 
en las instalaciones del Conservatorio en que imparte 
sus clases, durante la clase que daba individualmente 
a la menor, lo que permitió el acceso a la misma y la 
ejecución de los hechos de autos. Se considera por 
ello razonable el establecimiento de dicha pena de 
inhabilitación para el ejercicio de su profesión por un 
tiempo de un año y seis meses.

El Fallo de la Sentencia es del siguiente tenor li-
teral “Que debo condenar y condeno al acusado Luís 
Francisco […] a la pena de dos años de prisión, con […] 
inhabilitación para el ejercicio de su profesión por un 
tiempo de un año y seis meses”.

No cabe duda de que la Sentencia impuso la pena 
de inhabilitación especial para el ejercicio de la pro-
fesión establecida en el artículo 45 del Código Penal. 
La propia sentencia recurrida hace explícita mención 
del artículo 45 del CP en relación con el art. 192, no 
obstante lo cual llega a una conclusión ulterior, cuyo 
soporte legal, en su caso, debiera ser el art. 42 y no 
el 45 del CP».
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En un supuesto análogo al expuesto en la refe-
rencia jurisprudencial anterior, la STS de 14 de mayo 
de 2008, Ar. 5392, reitera que los efectos son la pri-
vación de la facultad de ejercer la profesión y no la 
privación definitiva del empleo público: «A partir de 
esos presupuestos, ha de coincidirse con lo que fue 
sostenido por la demanda en el proceso de instancia 
de que, con apoyo en la pena impuesta, no procedía 
la pérdida de la condición funcionarial al amparo de 
lo establecido en el art. 37.2 de la LFCE de 1964 por 
lo siguiente:

a) Porque, siendo la pena impuesta la de “inha-
bilitación para profesión” del artículo 45 del CP, sus 
efectos son únicamente la privación de la facultad de 
ejercerla que señala este precepto penal y no la priva-
ción definitiva del empleo público que el artículo 42 
del mismo texto legal establece como efecto de la di-
ferente pena de “inhabilitación para empleo público”.

b) Porque el artículo 37.2 de la LFCE de 1964 debe 
ser interpretado en coherencia con lo establecido en 
el CP; y esta interpretación se ve hoy reforzada por 
lo establecido en el artículo 63.e) de la reciente Ley 
7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Em-
pleado Público, que incluye esta causa de pérdida de 
la condición de funcionario de carrera: “La pena prin-
cipal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial 
para cargo público que tuviere carácter firme”.

c) Y porque, constituyendo lo anterior el alcance 
que debe darse a los artículos 45 CP y 37.2 de la LFCE, 
también amparaba al recurrente el derecho funda-
mental del artículo 23.2 CE, en su manifestación de 
derecho a permanecer en las funciones públicas y a 
no ser cesado en ellas sino solamente en los casos 
legalmente establecidos».

Concluyendo, es acertado el pronunciamiento 
adoptado por la SAN de 25 de enero de 2012, y rei-
tera lo establecido por la jurisprudencia, que resu-
me magistralmente la STS de 10 de abril de 2006, Ar. 

1841: «[…] que la inhabilitación especial para cargo 
público, en el Código Penal tiene sus efectos definidos 
en el artículo 42, y que son los siguientes: 1º) La priva-
ción del cargo o empleo sobre el que recayere y de los 
honores anejos a él; y 2º) La incapacidad de obtener 
otros análogos durante el tiempo de la condena.

Esos efectos tienen una clara incidencia en la rela-
ción funcionarial en virtud de la cual se ejercía el car-
go o empleo sobre el que recae la inhabilitación, pues 
suponen la extinción de dicha relación preexistente; 
y también determinan para el condenado la incapaci-
dad de acceder al mismo cargo o empleo durante el 
tiempo que dure la condena. Por ello, la pérdida de 
la condición de funcionario, como consecuencia de 
la imposición de una pena de inhabilitación, que dis-
ponen el antiguo artículo 37.1.d) del Texto Articulado 
de la LFCE y el artículo 88.1.c) de la Ley 42/1999, de 
25 de noviembre, de Régimen del Personal del Cuer-
po de la Guardia Civil, no es sino la concreción en la 
relación funcionarial de los efectos de la pena de in-
habilitación especial que define y establece el Código 
Penal; y lo mismo puede decirse del requisito de apti-
tud para el acceso a la función pública consistente en 
no hallarse inhabilitado para el ejercicio de funciones 
públicas.

Lo anterior permite diferenciar en la pena de in-
habilitación especial para cargo público estos dos 
aspectos: a) es una sanción impuesta en un proce-
so penal por un órgano jurisdiccional de esa misma 
naturaleza; y b) es, simultáneamente, un hecho con 
incidencia en la relación funcionarial en los términos 
que se han expresado y que opera como presupuesto 
habilitante de los órganos administrativos con com-
petencia en materia de personal para dictar la corres-
pondiente resolución administrativa que declare la 
extinción funcionarial. Así, la pena de inhabilitación 
opera automáticamente, tan pronto como se produce 
el hecho determinante en la ley, esto es, la sanción 
penal». Doctrina reiterada en las SSTS de 3 de marzo 
de 2011, Ar. 1902, y de 24 de junio de 2011, Ar. 5564.
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Estado

Real Decreto-ley 20/2012, de 
13 de julio, de medidas para 
garantizar la estabilidad presu-
puestaria y de fomento de la 
competitividad

Se abordan una serie de reformas que se consideran necesarias, dada la 
propia naturaleza de la crisis economía, el mercado de trabajo y las finan-
zas españolas, además de urgente por la celeridad con que se deben aco-
meter las reformas estructurales en el sistema de empleo público. BOE de 
14 julio de 2012, núm. 168, pág. 50428, y rect. en BOE de 19 julio de 2012, 
núm. 172 http://www.boe.es/boe/dias/2012/07/14/  Ir a norma 

Comunidades autónomas

Baleares
Acuerdo de 29 de junio de 2012 
por el que se aprueba el I Plan 
de Igualdad entre Mujeres y 
Hombres de la Administración 
de la Comunidad Autónoma de 
las Illes Balears (servicios gene-
rales) 2012-2015

El plan contiene políticas que integren la igualdad de trato y de oportu-
nidades entre mujeres y hombres, y de remover los obstáculos contra 
cualquier tipo de discriminación, además de ofrecer condiciones de igual-
dad efectiva entre mujeres y hombres en el acceso al empleo público y 
el desarrollo de la carrera profesional. Se circunscribe a todo al personal 
funcionario representado en la Mesa Sectorial de Servicios Generales y al 
personal laboral de servicios generales de la Administración autonómica. 
No se extiende, por lo tanto, al personal docente, al personal estatutario 
al servicio de la sanidad pública autonómica ni al personal laboral del sec-
tor público instrumental de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears. 
BO. Illes Balears 7 julio 2012, núm. 98, pág. 66. http://www.caib.es  Ir a 
norma 

Decreto 56/2012, de 13 de julio, 
por el que se crea la Central de 
Contratación, regula la contra-
tación centralizada y distribuye 
competencias en esta materia en 
el ámbito de la Administración 
de la Comunidad Autónoma de 
las Illes Balears y de los entes 
que integran el sector público 
autonómico

Su objeto es la creación de la central de contratación, la regulación del 
régimen de contratación centralizada y la distribución de competencias 
en esta materia en el ámbito de la Administración de la Comunidad Autó-
noma de las Illes Balears y del sector público autonómico. Su ámbito de 
aplicación abarca a los contratos de obras, suministros y servicios que, 
en régimen de contratación centralizada, se subscriban en el ámbito de 
la Admón. de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears y de los entes 
del sector público regional. Se excluye su aplicación al ámbito sanitario. 
BO. Illes Balears 14 julio 2012, núm. 101, pág. 47. http://www.caib.es  Ir 
a norma

Extremadura 
Decreto 127/2012, de 6 de julio, 
por el que se regula la prestación 
del servicio en la modalidad no 
presencial, mediante la fórmula 
del teletrabajo, en la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma 
de Extremadura

Regula la prestación del servicio en la modalidad no presencial, median-
te la fórmula del teletrabajo, en la Administración de Extremadura y sus 
organismos dependientes. Su fin es contribuir a la modernización de la 
Administración autonómica y favorecer la conciliación de la vida profe-
sional, personal y familiar a través de la flexibilidad para realizar el tra-
bajo desde el domicilio, todo ello sin disminución de la dedicación y la 
calidad del servicio. Tiene un objetivo de aumentar el compromiso y el 
nivel de motivación del personal, así como de mejorar las condiciones de 
trabajo y la profesionalización de los empleados públicos, entre otros, 
para mejorar la calidad de los servicios.  DO. Extremadura 13 julio 2012, 
núm. 135, pág. 15493. http://doe.juntaex.es/ultimosdoe/mostrardoe.
php?fecha=20120716  Ir a norma

NOTICIAS NORMATIVAS
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Madrid 
Modificación de la Ley de Presu-
puestos Generales de la Comuni-
dad de Madrid para el año 2012 
y de medidas urgentes de racio-
nalización del gasto público e im-
pulso y agilización de la actividad 
económica 

Entre las modificaciones, destaca una minoración de las retribuciones bá-
sicas de los altos cargos de la región y miembros del Consejo Consultivo, 
además de reforzar el régimen de incompatibilidades. En materia de gas-
tos de personal, se adoptan medidas de racionalización del gasto público 
autonómico y una minoración de las remuneraciones para el personal del 
sector público autonómico, incluidas las universidades públicas. Se com-
plementan con medidas de adecuación de normas convencionales, ade-
cuación a la legislación básica, reordenación de efectivos, con medidas 
concretas de amortización de plazas en sectores considerados como no 
prioritarios, incluyendo una reducción de jornada del personal temporal, 
y un apartado específico de recursos humanos del Servicio de Salud, para 
reducir el déficit. También se incluyen otras medidas de austeridad, sos-
tenibilidad y racionalización del gasto público autonómico. BO. Com. de 
Madrid, 9 julio 2012, núm. 162, pág. 8. www.madrid.org  Ir a norma 

Murcia
Ley 5/2012, de 29 de junio, de 
ajuste presupuestario y de me-
didas en materia de Función Pú-
blica

La norma da cobertura jurídica a todas aquellas medidas incluidas en el 
Plan económico-financiero de reequilibrio de esta región para el perío-
do 2012-2014 y que afectan al ámbito del personal al servicio del sec-
tor público regional, con actuaciones encuadradas en distintos bloques, 
relativas a medidas de impacto político, simplificación del sector público 
regional o políticas de recursos humanos, entre otras, y que precisan de 
una norma con rango legal para poder desplegar plenamente sus efectos. 
El título II de la Ley contiene diversas disposiciones en materia de función 
pública. En el preámbulo, se destaca que, en el contexto actual, es necesa-
rio adoptar en el ámbito de la materia de personal medidas y actuaciones 
de carácter extraordinario y temporal, y otras de carácter estructural que 
se han enmarcado dentro del proceso de negociación con las organiza-
ciones sindicales. BO. Región de Murcia, 30 junio 2012, núm. 150, Página 
27864.  www.borm.es  Ir a norma

Navarra 
Ley Foral 13/2012, de 21 de ju-
nio, de medidas urgentes en ma-
teria de personal al servicio de 
las Administraciones Públicas de 
Navarra

Las medidas de tipo organizativo puestas en marcha por el Gobierno de 
Navarra persiguen la reducción del gasto mediante actuaciones en mate-
ria de personal, como la cobertura de las vacantes generadas por las jubi-
laciones, las contrataciones que se realizan para sustituir al personal por 
diversas causas y la reducción de las actuaciones realizadas al margen de 
la jornada ordinaria, que se compensan de la forma legalmente prevista a 
través de las horas extraordinarias o del complemento de productividad.
Las medidas que afectan de una forma más directa a las condiciones de 
empleo del personal son objeto de esta Ley Foral. Dado que su adopción 
se fundamenta en la situación económico-presupuestaria existente en la 
actualidad, su vigencia se limita para la mayoría de ellas al año 2012, que-
dando pendiente para su análisis en un momento posterior si su vigencia 
se debe prorrogar o no para los años posteriores. BO de Navarra de 28 
junio de  2012, núm. 125, pág. 7894 http://www.navarra.es/home_es/Ac-
tualidad/BON/Boletines/2012/125/  Ir a norma

Entidades locales
Ayto. Segovia 
Ordenanza Municipal Regulado-
ra de la Administración Electró-
nica

Establece el régimen jurídico de la utilización de los medios electrónicos 
en el desarrollo de los servicios y actuaciones de la Administración Mu-
nicipal, tanto en el ejercicio de sus competencias como en sus relaciones 
internas y externas. Se regula el uso de las herramientas electrónicas en 
la actividad administrativa municipal y, en especial, en materias tan rele-
vantes como la difusión de la información administrativa, el acceso a ella, 
la participación ciudadana y la actuación procedimental. B.O.P. de Segovia 
de 11 junio 2012, núm. 70, pág. 5 http://www.dipsegovia.es  Ir a norma
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NOTICIAS DEL INAP

Novedades de Formación

Clausura del Máster en Gestión Pública Directiva
Clausura del Máster en Gestión Pública Directiva

El pasado 16 de julio se clausuró, en el Aula Magna 
de la sede de Atocha del INAP, el Máster en Gestión 
Pública Directiva.

Con este acto se cerraba la formación que se inició 
iniciada el 27 de septiembre del año pasado con el ob-
jetivo de fortalecer la función de los directivos públi-
cos y de perfeccionar sus competencias y capacidades 
como medios para favorecer una Administración 
Pública más eficiente.

Este nuevo máster de 300 horas lectivas, dirigi-
do a la formación de 30 funcionarios del subgrupo 
A1 y personal laboral equivalente que reunieran 
tres o más años de experiencia en el sector pú-
blico, se ha compuesto de módulos obligatorios 
(en los que se trataron materias como la función 
pública directiva; el diseño, la implementación y 
la evaluación de políticas públicas; la dirección es-
tratégica; o la Administración electrónica), módu-
los optativos (con materias ofrecidas por el INAP 
en su oferta formativa distintas a las previstas en 
los módulos obligatorios), un ciclo de debates y 
mesas redondas sobre temas de actualidad y una 

serie de trabajos, entre los que, como complemento 
necesario para obtención del título del Máster, se en-
cuentra el proyecto fin de máster en materia de ges-
tión pública directiva.

Además de las clases presenciales, que se desarro-
llaron en la sede principal del INAP, la metodología 
del máster empleó la plataforma on-line del Instituto 
como herramienta de apoyo para la realización de los 
trabajos propuestos en el desarrollo de la formación.

Foto sup: el Director del INAP, Manuel Arenilla, en la clausula del 
Máster. Inferior, imagen de grupo de alumnos  
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Foto sup: alumnos del curso de Gestión de la Administración Civil e inferior, alumnos del curso de 
Gestión de Sistemas e Informática

Selección de personal

Clausura de cursos selectivos
El pasado 6 de julio, el Aula Magna de la sede de 

Atocha del INAP acogió a los funcionarios en prácti-
cas de la convocatoria del año 2011 que superaron el 
curso selectivo para el ingreso libre en el Cuerpo de 
Gestión de la Administración Civil del Estado y para el 
ingreso libre y por promoción interna en el Cuerpo de 
Gestión de Sistemas e Informática de la Administra-
ción del Estado.

Con este acto se concluyó la formación inicial de es-
tos empleados públicos funcionarios comenzada el 
29 de mayo de este mismo año y que se ha compues-
to tanto de clases presenciales como de formación 
on-line.

En Durante un horario lectivo que abarcó las ma-
ñanas y tardes de lunes a jueves y las mañanas de 
los viernes, se ha formado a 72 alumnosfuncionarios 
(39 funcionarios del Cuerpo de Gestión de la Admi-

nistración Civil del Estado y 
33 —30 de ingreso libre y 3 
de promoción interna— del 
Cuerpo de Gestión de Siste-
mas e Informática de la Ad-
ministración del Estado) en 
distintas materias relativas 
a las competencias que de-
sarrollarán tras su toma de 
posesión.

Finalizados los cursos se-
lectivos, la Dirección del 
INAP envióará a la Dirección 
General de la Función Públi-
ca las evaluaciones de los 
funcionarios en prácticas, 
a efectos de proceder a su 
nombramiento como funcio-
narios de carrera.
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Publicaciones, Estudios y Documentación

Actividades de 
cooperación internacional

Clausura del Máster para Iberoamericanos en 
Administración y Gestión Pública

El pasado 12 de junio tuvo lugar en la sede del INAP 
de Alcalá de Henares la ceremonia de clausura del 
Máster para Iberoamericanos en Administración y 
Gestión Pública. Esta edición contó con la participa-
ción de 27 alumnos de los siguientes países: Argenti-
na, Brasil, Colombia, Costa Rica, El Salvador, México, 
Nicaragua, Paraguay, Perú, República Dominicana y 
Venezuela.

El acto fue presidido por el Director del INAP, Ma-
nuel Arenilla, que estaba acompañado por Juan Ra-
món Velasco Pérez, Vicerrector de Posgrado de la 
Universidad del Alcalá de Henares,; el Director Aca-
démico del Máster, Miguel Sánchez Morón;, y la Di-
rectora del Departamento de Relaciones Internacio-
nales del INAP, Marta Cimas.

El Director del INAP felicitó a los recién egresados 
y destacó los lazos que unen Iberoamérica con Espa-
ña, especialmente fortalecidos en la década de los 60 
del siglo pasado. Indicó la necesidad de recuperar y 
tomar conciencia de la importancia de la vocación al 
servicio público y de la consolidación de una función 
pública profesionalizada. Subrayó el papel esencial 
que desempeña en nuestra sociedad la Administra-
ción Pública como líder de la cohesión e igualdad so-
cial y de la gestión de los derechos y libertades, con-
tribuyendo de esta manera a la estabilidad del Estado 
en momentos de continuo cambio y transformación.

A continuación el Mariano Baeza pronunció una 
conferencia magistral sobre “La Administración Pú-

blica post-moderna y la crisis económica” en la que 
hizo un análisis de la evolución de la Administración 
Pública desde la Administración tradicional hasta la 
Administración moderna de nuestros tiempos.

El Vicerrector de la Universidad y el Miguel Sánchez 
Morón se unieron a las felicitaciones resaltando el 
esfuerzo realizado por los alumnos a lo largo de estos 
10 meses.

Por último, la Directora del Departamento de Re-
laciones Internacionales les dirigió a los egresados 
unas palabras de agradecimiento y felicitación, invi-
tándoles a poner en práctica lo aprendido al regresar 
a sus países y a mantener los lazos con España a tra-
vés de la Federación de Antiguos Alumnos Iberoame-
ricanos del INAP.

El acto terminó con la entrega de diplomas a los 27 
alumnos del Máster, que aparecen bajo estas líneas 
en una foto de grupo.

Premio INAP 2012 para tesis doctorales
El 20 de julio se publicó en el Boletín Oficial de Estado la Resolución de 2 de julio de 2012, del Instituto Nacional 

de Administración Pública, por la que se convoca el Premio INAP 2012 para tesis doctorales.

Con esta resolución queda abierto el plazo de presentación (desde el 21 de julio y hasta el 10 de septiembre de 
2012) de las solicitudes para optar a este premio destinado a reconocer las tesis doctorales que hayan recibido 
la mención de cum laude en cualquier universidad española y contenido, desde las Ciencias Sociales y Jurídicas, 
aborden las tendencias de reforma en la Administración pública en cualquiera de los ámbitos propios de dicha 
rama de conocimiento.

La cuantía del primer premio será de 3.000 euros y se podrán otorgar dos accésit de 1.500 euros cada uno. Ade-
más de esta entrega económica, se otorgará a las candidaturas ganadoras un diploma acreditativo firmado por el 
Director del INAP y las tesis premiadas serán objeto de publicación por el INAP.

Para más información, puede consultarse la resolución convocatoria: http://www.boe.es/boe/dias/2012/07/20/
pdfs/BOE-A-2012-9753.pdf
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Curso de verano, sede de 
la UIMP en Santander

Encuentro “Hacia una colaboración institucional 
más eficiente: la eliminación de duplicidades en el 
Estado Autonómico”

El Encuentro, dirigido por Manuel Arenilla Sáez, Di-
rector del INAP, se celebró del 23 al 25 de julio en 
Santander, en la Universidad Internacional Menén-
dez Pelayo (UIMP), con el patrocinio del INAP. 

A lo largo de los tres días, celebrados en el Palacio 
de la Magdalena, sede de la Universidad Internacio-
nal Menéndez Pelayo, se ha reflexionado y debatido 
sobre cómo abordar la eliminación de las duplicida-
des existentes en los tres niveles de gobierno (esta-
tal, autonómico y local), con el fin de poder avanzar 
en la construcción de un país dotado de instituciones 
eficaces y democráticas. En estas jornadas han parti-
cipado destacados responsables políticos, académi-
cos y altos funcionarios expertos en la materia.

“La actual crisis convierte en urgente las labores de 
mejora de los instrumentos de coordinación y de eli-
minación de tareas en el seno de las instituciones y 
de organizaciones que pudieran estar realizando fun-
ciones duplicadas”, tal y como consta en el programa 
del Encuentro.

Precisamente sobre la “Eficacia y gestión interguber-
namental” versó la primera conferencia, impartida 
por el Director del INAP, tras el acto de inauguración, 
que corrió a cargo de Ángel Pelayo González-Torre, 
Vicerrector de la UIMP. En dicha conferencia se plan-
teó la necesidad de reformas para la eliminación de 
duplicidades, pero no una reducción para hacer “me-
nos de lo mismo”, sino un cambio de modelo.

Sobre estas líneas, imagen de Manuel Arenilla (derecha), Director 
del INAP, en la presentación de la conferencia de Enrique Ossorio 
Crespo (izquierda), Secretario General de Coordinación Autonómica 
y Local, sobre “la eliminación de duplicidades”. Foto sup: Real Pala-
cio de la Magdalena (Santander), sede principal de la UIMP y lugar 
de celebración del encuentro
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Mª José Ramos, Catedrática de 
Derecho del Trabajo y Seguridad 
Social, en su exposición “Recur-
sos humanos y colaboración ins-
titucional” señaló la necesidad de 
la delimitación de competencias 
para planificar los servicios que 
se deben prestar al ciudadano. Ha 
habido hasta ahora una descen-
tralización excesiva en la Admi-
nistración General del Estado y un 
aumento de personal en el resto 
de las administraciones. 

Mª Ester Arizmendi Gutiérrez, 
Directora General de Moderniza-
ción Administrativa, Procedimien-
tos e Impulso de la Administración 
Electrónica, destacó en “Procedi-
mientos e Impulso de la Adminis-
tración electrónica. Simplificación 
de la gestión ciudadana” que la 
Administración electrónica está 
llamada a ser la única Adminis-
tración. Es necesario un cambio 
de paradigma, mostrarle al ciu-
dadano que lo que se ha hecho 
en Administración electrónica es 
para él, buscar ahorros y sinergias 
mediante la racionalización de los recursos y poner a 
disposición de las comunidades autónomas y las ad-
ministraciones locales lo que se ha hecho hasta ahora 
en Administración electrónica en la Administración 
General del Estado.

En la mesa redonda del lunes 23 de julio participa-
ron Juan Ignacio Romero, Director General de Coordi-
nación de la Administración Periférica del Estado, Tri-
nidad Yera Cuesta, Directora General de Política Local 
de la Federación Española de Municipios y Provincias 
(FEMP), y Cristina Mazas Pérez-Oleaga, Consejera de 
Economía, Hacienda y Empleo del Gobierno de Can-
tabria, y como moderador Manuel Arenilla Sáez, Di-
rector del INAP. Los temas tratados versaron sobre 
los problemas de la indefinición competencial, 
la necesidad de eliminar las duplicidades y el 
establecimiento de una financiación adecuada.

La jornada del martes 24 de julio se inició con 
una conferencia a cargo de Enrique Ossorio 
Crespo, Secretario General de Coordinación 
Autonómica y Local, “Las duplicidades desde 
las comunidades autónomas”, que planteó la 
necesidad de racionalizar el estado autonómi-
co y suprimir las duplicidades competenciales, 
que retraen recursos para otras inversiones. 
Los mecanismos que se han puesto en marcha 
son, entre otros, la Ley Orgánica de Estabilidad 
Presupuestaria y los planes de ajuste. 

A continuación, Pedro Tomás Nevado-Batalla More-
no, Consejero de Administración Pública de la Junta 
de Extremadura, y Ana Mª González Pescador, Con-
cejala de Hacienda del Ayuntamiento de Santander, 
plantearon en sus diferentes intervenciones las diver-
sas visiones sobre la existencia de duplicidades en las 
comunidades autónomas y las entidades locales y las 
reformas que se pueden acometer para solventar los 
problemas actuales de financiación de los servicios 
públicos.

La mesa redonda del 24 de julio estuvo compuesta 
por Fernando Ríos Rull, miembro del Consejo Políti-
co Nacional de Coalición Canaria y ex-diputado, An-
tonio Sanz Cabello, Secretario de Administraciones 
Territoriales del PP y Portavoz Adjunto en el Senado, 
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Un momento de la mesa redonda, que contó con la participación de los representantes de los 
partidos políticos mayoritarios

Las Caballerizas, complejo situado en la península de la 
Magdalena (Santander) y residencia de alumnos de la UIMP 
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y Meritxell Batet, Portavoz de la 
Comisión de Administraciones Pú-
blicas y diputada del Grupo Parla-
mentario Socialista, y la moderó 
el Director del INAP. Cada uno de 
los representantes políticos expu-
so las líneas básicas de cómo debe 
ser, en su opinión, la colaboración 
interinstitucional, así como las 
diferentes reformas que se debe-
rían llevar a cabo para la elimina-
ción de las duplicidades en las di-
ferentes administraciones. Todos 
ellos coincidieron en la existencia 
de duplicidades y de disfuncio-
nes en la gestión, así como en la 
necesidad de tomar medidas. Sin 
embargo, la enorme divergencia 
se plantea en cómo se deben aco-
meter esas reformas.

El miércoles 25 de julio, José 
Manuel Díaz Lema, Catedrático 
de Derecho Administrativo de la 
Universidad de Valladolid, en su 
intervención “La racionalización 
de las competencias”, expuso las líneas básicas de la 
reforma de la Ley de Bases de Régimen Local, una de 
las cuales es la jerarquización de las competencias y 
las actividades locales, con el fin de garantizar unos 
servicios mínimos obligatorios que permiten el equi-
librio territorial.

Por último, Manuel Arenilla Sáez, Director del INAP, 
finalizó con una exposición sobre las principales con-
clusiones: la necesidad de redefinir los fundamentos 
y la función del Estado, los servicios que se prestan y 

las relaciones con el mercado y la sociedad; la exis-
tencia de una crisis de legitimidad y un debilitamien-
to del Estado; la necesaria salida de esta crisis con un 
Estado fuerte, posible y real. La propuesta es otorgar 
más poder para la sociedad y el mercado y menos 
para los poderes públicos. Es necesario rediseñar el 
territorio e impulsar los procesos de negociación y 
cooperación.

El Encuentro se clausuró por Mª Pilar Cano Dolado, 
Vicerrectora de Postgrado e Innovación de la UIMP.
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